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1. RESUMEN 

1. El señor Carmelo Soria Espinola (en adelante "Carmelo Soria"), de 54 años de edad y de doble nacionalidad española y chile­
na, se desempeñaba como Jefe de la sección Editorial y de Publicaciones del Centro latinoamericano de Demografía (CELADE) 
en Chile. El CElADE es un organismo de la Comisión Económica para América latina y el Caribe (CEPAl), perteneciente al sis­
tema de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), por lo que el señor Soria tenía el status de funcionario internacional. EI14 
de julio de 1976, al salir de su trabajo, fue secuestrado por agentes de seguridad de la Dirección Nacional de Inteligencia (en ade­
lante "la DINA") y posteriormente asesinado. Su cadaver lue dejado junto a su automóvil, en un riachuelo. los tribunales chilenos 
establecieron la participación de agentes del Estado en el crimen, así como su identidad. Sin embargo, por aplicación del decreto­
ley 2.191, conocido como decreto de autoamnistia, los procesos penales fueron definitivamente sobreseídos, quedando impune el 
crimen cometido por estos agentes. los fami liares de la víctima presentaron una petición ante la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (en adelante la ·Comisión" o la "CIDW) alegando la violación de su derecho a la justicia y solicitando se declare 
a la República de Chile (en adelante el "Estado chileno", el "Estado de Chile" o ·Chile") responsable por la violación de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la ·Convención Americana"). 

2. Como resultado de su analisis, la Comis ión concluye que según se desprende. entre otras luentes. de la sentencia del24 de mayo 
de 1996 de la propia Corte Suprema de Justicia de Chile, agentes del Estado violaron el derecho a la libertad e integridad person­
al y a la vida de Carmelo Soria consagrado en el articulo I de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. La 
Comisión también concluye que el sobreseimiento definitivo de las causas criminales abiertas por la detención y desaparición de 
Carmelo Soria Espinoza afecta el derecho a la justicia de los peticionarios y que como consecuencia el Estado chileno ha violado 
sus obligaciones internacionales consagradas en los artículos 8 y 25, 1(1) Y 2 de la Convención Americana; que el Decreto Ley 2.191 
de 1978 de autoamnistía es incompatible con la Convención Americana, ratificada por Chile el 21 de agosto de 1990; que la sen· 
tencia de la Corte Suprema de Ch ile que declara constitucional y de aplicación obligatoria el citado Decreto ley N' 2.191 , cuando 
ya había entrado en vigor para Chile la Convención Americana, viola los artícuios 1 (1) Y 2 de aquélla; que el Estado chileno no ha 
dado cumplimiento al articulo 2 de la Convención Americana por no haber adaptado su legislación a las disposiciones de la 
Convención; que ha dejado de cumplir con el Convenio sobre Prevención y Castigo de De litos contra Personas Internacionalmente 
Protegidas por haber adoptado el Decreto ley 2.191 y porque sus órganos de administración de justicia no han sancionado a los 
autores de los delitos cometidos contra Carmelo Soria. 

11. TRÁMITE ANTE LA COMISiÓN 

3. Con lecha 15 de lebrero de 1997 Carmen Soria Gonzalez Vera, hija de la víctima, asistida por el abogado Alfonso Insunza 
Bascuñan, presentó a la Comisión una petición fechada el 31 de enero de 1997, mediante la cual denuncia la violación por parte 
del Estado de Chile del derecho al acceso a la justicia en el caso del señor Carmelo Soria Espinoza y solicita a la Comisión que 
declare que el decreto de amnistía es incompatible con las obligaciones de Chile bajo la Convención Americana . 

4. La Comisión, mediante nota de 24 de febrero de 1997, sin prejuzgar la admisibilidad de dicha denuncia, la puso en conocimien­
to del Estado de Chile y le solicitó presentar la información pertinente. 

5. Con fecha 24 de julio de 1997, el Estado chileno solicitó una prórr09a de 30 dias para entregar las respuestas pertinentes. El 30 
de julio de 1997, la Comisión concedió al Estado de Chile los 30 días de prórroga solicitados y puso tal hecho en conocimiento de 
los peticionarios. 

6. Con fecha 14 de agosto de 1997, el Estado de Chile remitió a la Comisión su respuesta a la denuncia, la que fue remitida a los 
peticionarios el 20 de agosto de 1997, solicitándoles que enviasen, junto con sus observaciones a la respuesta del Estado chileno, 
cualquier información nueva o complementaria a fin de que pudieran ser consideradas por la Comisión. 

7. Mediante comunicación del mes de octubre de 1997, los peticionarios hicieron llegar a la Comisión sus observaciones at informe 



del Estado chileno. Las indicadas observaciones fueron puestas en conocimiento del Estado chileno con fecha 15 de diciembre de 
1997. 

8. Mediante nota de 31 de diciembre de 1997, el Estado de Chile hizo llegar a la Comisión sus comentarios acerca de las observa­
ciones formuladas por los peticionarios a su respuesta de la denuncia, la que lue remitida a éstos con lecha 16 de enero de 1998. 

9. EI22 de junio de 1998. atendiendo a las necesidades y características del presente caso y de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 48 (l){f) de la Convención y el artículo 54(1) y (2) de su Reglamento. la Comisión se puso a disposición de las partes con 
objeto de lograr un solución amistosa del caso fundada en el respeto de los derechos humanos. 

10. Con fecha 20 de julio de 1998, el Estado de Chile dio respuesta a la propuesta de la Comisión, expresando que no obstante las 
dificultades que había tenido para alcanzar una solución amistosa en este caso, reiteraba su voluntad de estar abierto a la busque­
da de fórmulas que ayudasen a un acuerdo con los familiares de la víctima. 

11. EI13 de noviembre de 1998, el representante de los peticionarios informó que 19S familiares de don Carmelo Soria se encon­
traban fuera de Chile y solicitó a la Comisión un plazo adicional de 45 días para enviar una respuesta sobre la propuesta de solu­
ción amistosa de la Comis ión. 

12. Durante su 1029 períOdO ordinario de sesiones. la Comisión convocó a las partes a una audiencia que se llevó a cabo el dfa 3 
de marzo de 1999, con el propósito de conocer su planteamiento final al respecto. Acudieron a dicha audiencia la peticionaria 
Carmen Soria González Vera y en representación del Estado el señor Alejandro Salinas. de la Cancilleria de Chile. En el desarrol­
lo de esta audiencia cada una de las partes tuvo la oportunidad de formular sus correspondientes alegatos. En esta oportunidad, la 
CtDH se puso una vez más a su disposición al ofrecer sus buenos oficios. Los peticionarios expresaron que no era posible en el 
presente caso llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto de los derechos humanos tal como lo contefT'1)la el 
articulo 48{I){f) de la Convención y el artículo 54(1) Y 2 de su Reglamento. 

111. POSICIONES DE LAS PARTES. 

A. Posición de los peticionarios 

13. En su denuncia. los peticionarios hacen una descripción de los hechos con base en las conclusiones a que llega la propia 
Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación al investigar el caso de Carmelq Luis Soria Espinoza. y que son las siguientes: 

El 16 de julio de 1976 fue muerto por agentes de la DINA el economista español y funcionario de las Naciones Unidas. Carmelo Luis 
Soria Espinoza. militante del Partido Socialista. El afectado lue detenido el día anterior. Al dia sigu iente. el automóvil del afec tado 
fue arrojado por algunos agentes dentro del Cana! El Carmen en el sector de la Pirámide. con las llaves en el contacto. sin la radio 
ni los asientos del mismo. salvo del conductor. y una botella de pisco para simular un accidente. En el mismo canal fue arro jado el 
cadáver del afectado, el cual fue hallado el dia 17 a un kilómetro del lugar en que se encontró el auto. la Comisión se formó la con­
vicción de que Carmelo Soria lue ejecutado por agentes estatales. en violación a sus derechos humanos. Dicho informe agrega: 
·Carmelo Soria era español. acogido al Decreto de doble nacionalidad con Chile. Era casado, tenía tres hijos y 54 años de edad. 
Militaba en el Partido Comunista Español, funcionario de Naciones Unidas, desempeñándose a la fecha de su muerte en CELADE. 
El día 15 de julio de 1976 fue detenido por agentes de la DINA. despues de salir de su olicina con destino a su hogar. Al día sigu­
iente . 16 de julio. su cadáver fue encontrado junto al automóvil que viajaba en el canal El Carmen en Santiago. siendo su muerte 
producto de la acción de agentes de la DINA. quienes desbarrancaron el automóvil para hacer aparecer la muerte como accidental. 

14. los peticionarios ategan que no obstante haberse determinado judicialmente el asesinato de Carmelo Soria Espinoza por 
agentes de la D1NA, el Estado de Chile. a través de sus órganos jurisdiccionales. ha renunciado a la imposición de las sanciones 
que en derecho corresponde. Agregan que la adopción de medidas disciplinarias civiles o penales tomadas contra los funcionarios 
directamente responsables de las acciones contra el derecho internacional o los derechos humanos. como consecuencia de la 
responsabilidad del Estado. son necesarias para asegurar la fu nción preventiva de este. 

15. Los peticionarios sostienen que en vez de eso, el Estado chileno ha aplicado el Decreto ley 2.191 de 1978 que concede amnistía 
a los autores. cómplices y encubridores de los crimenes ocurridos entre el 1 t de setiembre de 1973 y abril de 1978, y ha declara­
do extinguida la responsabilidad penal de Guillermo Salinas Torres y José Ríos San Martín a traves de la sentencia de la Corte 
Suprema de 23 de agosto de 1996 que confirma la de 4 de junio de 1996 y sobresee defin~ivamente en esta causa a dichas per­
sonas porque los hechos en ella investigados son de aquellos inclu idos en el periodo comprendido en dicho texto legal. 

16. los peticionarios añaden que la resolución del 30 de dicierT'bre de 1993, mediante la cual el Ministro instructor denegó la peti­
ción de declarar la nulidad del sobreseimiento definitivo en virtud de la ley de amnistia, se basó en los siguientes hechos: 



En el presente caso el mérito del proceso permite tener por justificado que el día 14 de julio de 1976, Carmelo Soria Espinoza, ciu­
dadano español que gozaba tambien de nacionalidad chilena y trabajaba en nuestro pa ís en calidad de Jefe del Departamento 
Editorial del Centro Latinoamericano de Demografia (CELAD E), organismo perteneciente a la CEPAL (Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe), dependientes ambos de la ONU, lue detenido por un grupo de militares adscritos a la Dirección de 
Inteligencia Nacional (DI NA) que integraban una brigada de dicho organismo denominada Mulchen, trasladado en su propio 
automóvil a un inmueble situado en Vía Naraja 4925 del sector de lo Curro, donde fue sometido a interrogatorios, apremios físicos 
y finalmente, muerto por sus aprehensores que, al parecer, se encontraban investigando con anterioridad a estos sucesos presun­
tas actividades de ¡ndole política desarrolladas por el nombrado Soria Espinoza. Estos hechos son constitutivos del delito de homi­
cidio de Carmelo Soria Espinoza , delito que sus autores inmediatamente después de perpetrado procuraron ocultar simulando un 
desbarrancamiento del automóvil Volkswagen propiedad de la víctima ocasionado por un también fingido estado de embriaguez de 
su conductor, 

17. En virtud de esta resolución, segun los peticionarios, consta en el expediente judicial que Carmelo Soria Espinoza era un fun­
cionario de Naciones Unidas y por lo tanto, afecto a la protección del Convenio sobre Prevención y Castigo de Delitos contra 
Personas Internacionalmente Protegidas, que en su artículo 2(1) establece que en los casos de homicidios, secuestros y otros aten­
tados contra la integridad tísica o la libertad de un funcionario internacional, 'cada Estado parte hará que esos delitos sean casti­
gados con penas adecuadas que tengan en cuenta el carácter grave de los mismos'. 

18. los peticionarios afirman que ademas el Fiscal de la Corte Suprema de Chile, en su dictamen de 17 de junio de 1996, opinó 
que no procedía aplicar en el caso de Carmelo Soria Espinoza el decreto sobre amnistía por impedirlo los tratados internacionales 
sobre derechos humanos ratificados por Chile. 

19. los peticionarios sostienen asimismo que la Comisión debe tomar en cuenta que en el caso del señor Carmelo Soria. el Estado 
de Chile, mediante la sentencia emitida el 23 de agosto de 1996 por la Corte Suprema de Justicia, ignoró su condición ju rídica de 
funcionario internacional. Alegan que, por tratarse de un crimen grave, su status deberia haber operado como impedimento para 
que concediera a los autores de su asesinato el beneficio de la amnistía ya que. de acuerdo con el principio aut dedere aut judicare, 
es irremisible la pena de los delitos cometidos contra personas internacionalmente protegidas y es obligación del Estado de Chile 
castigar a sus autores. 

20. l os peticionarios plantean que dec isiones adoptadas por los tribunales de justicia de Chile violan los tratados internacionales 
sobre derechos humanos que consideran o asimilan la desaparición forzada de personas y a la ejecución sumaria y arbitraria 
cometidas por agentes del Estado a los delitos de "lesa hurnanidacr respecto de los cuales no cabe oponer la amnistía ni la pre­
scripción. 

21. l os peticionarios declaran que el Estado de Chile, al asumir esta conducta a través de sus órganos jurisdiccionales, se ha sus­
traído de sus obligaciones de sancionar a los autores y que ello implica negar el derecho a la justicia que se reclamó en su oportu­
nidad ante los órganos competentes. 

22. los peticionarios concluyen que en el caso de la desaparición y el asesinato de Carmelo Soria Espinoza se han violado varias 
normas del derecho internacional de los derechos humanos y en particular del sistema interamericano de derechos humanos, entre 
las que se cita el articulo XVII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre sobre el derecho a la justicia y 
los articulas 1 (1), 8 Y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Igualmente solicita que. por incumplimiento de lo 
dispuesto en los articulas 1,2 Y 43 de la misma Convención Americana. se declare que el Decreto Ley 2.191 de 1978 es incom­
patible con las obligaciones emanadas de la Convención. 

B. Posición del Estado 

23. El Estado no ha controvertido en sus respuestas la versión de los hechos presentada por el peticionario. 

24. En cuanto a los argumentos de derecho relat ivos aliando del caso, el Estado ha sostenido que en ejercicio del derecho a la libre 
determinación, el pueblo chileno optó por una vía para recuperar su democracia que implicó aceptar las reglas inst~ucionales 
ifT1>uestas por el regimen autoritario. Señaló que la aceptación de esas reglas llevaba implícita. a su vez. la aceptación de toda la 
legislación dictada por el autoritarismo y la decisión, dentro de esa legalidad y por sus reglas. de perfeccionarla hasta configurar un 
régimen plenamente democrático. 

25. El Estado apuntó que "los gobiernos democraticos de Chile no han dictado ninguna ley de amnistía incompatible con la 
Convención Americana. ya que el Decreto Ley 2. 191 se expidió en 1978 bajo el régimen militar de facto." Alegó que no correspondía 
acusar a los gobiernos democraticos por los hechos ocurridos muchos años antes de su asunción al poder o' que emanan de otros 
poderes del Estado, cuya independencia. por mandato constitucional, debe respetar. Consecuentemenle solicitó a la Comisión que 
tuviera en cuenta el contexto histórico y la especial situación de retorno del pa is al régimen democrático, dentro de la cual el nuevo 
gobierno tuvo que acoger las reglas irf1luestas por el regimen militar de laClo, que no podia modificar sino de conformidad con la 
ley y la Constitución. 



26. En su opinión, no puede exigirse al Gobierno constitucional que transgreda la institucionalidad heredada o que pretenda modio 
licarla por medios ajenos a esa misma legalidad. $ólo puede reclamarsele que la cumpla o inste a su modilicación o derogación, 
por las vias que ella misma establece. Considera que a pesar de que los gobiernos constitucionales que siguieron al régimen mili· 
tar comparten las críticas a la amnisHa de 1978 que lormulan los peticionarios, no es posible anula r ni derogar esa normativa. 

27. El Estado tarTbién señaló que el actual Gobierno es absolutamente respetuoso de la independencia del Poder Judicial y no 
puede invalidar o dejar sin electo sus resoluciones, aún cuando ellas sean contrarias a sus intereses o posiciones, o alectar el cargo 
de los integrantes de los tribunales, como garantía de su independencia. 

28. Señaló que en Chile el Poder Ejecutivo carece de competencia para proclamar, por sí mismo, la nulidad de preceptos legales 
que han sido reconocidos como válidos por los otros pOderes públicos. En cuanto a la posibilidad de derogar el Decreto Ley de 
amnistia. las iniciativas legales relativas a amnistías sólo pueden tener origen en el Senado (artículo 62, inciso segundo, de la 
Constitución), rama en la que el Gobierno carece de mayoría, por electo de su integración con personas no elegidas por volación 
popular. Sostiene que en todo caso, la derogación no surtiría efectos en materia pené!-I en contra de los eventuales acusados, como 
consecuencia del principio de la irretroactividad de la ley penal en pe~u¡cio del acusado (artículo 19 No. 3 de la Constitución). 

29. El Estado se refirió a la creación de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, que en su informe de 1990 identilicó a las 
víctimas de violación de los derechos fundamentales bajo la dictadura mili tar. Entre los casos en los que se reconoció que agentes 
del Estado tuvieron participación en una violación grave a los derechos fundamentales se encuentra el de Carmelo Soria Espinoza. 
Sostuvo que sus esfuerzos por investigar las graves violaciones de los derechos humanos que tuvieron lugar entre fos años 1973 y 
1990 a través de la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación (ente público que continuó la tarea investigadora de la 
Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación) demuestran su interes en esclarecer la verdad. 

30. Así mismo señaló que fue gracias a la presentación de nuevos antecedentes proporcionados por la propia Comisión Nacional 
de Verdad y Reconciliación que se reabrió la investigación sumaria que durante muchos años estuvo sobreseida en el Tercer 
Juzgado del Crimen de Santiago. tal como lo reconoce la propia parte denunciante en su escrito. 

31. El Estado señaló que su política de reparación se encuentra plasmada fundamentalmente en la Ley 19.123, publicada en el 
Diario Oficial de 8 de febrero de 1992. Esta norma concedió a los familiares de las víctimas pensión única vitalicia en monto no infe· 
rior a la retribución promedio de una familia en Chile: un procedimiento especial para la declaración de muerte presunta: atención 
especializada por parte del Estado en materia de salud, educación y vivienda: condonación de deudas educacionales, habita· 
cionales, tributarias y otras con organismos estatales: y exención del selVicio militar obligatorio para los hijos de las víctimas. 

32. El Estado señaló que los familiares de don Carmelo Luis Soria Espinoza perciben actual y mensualmente los beneficios que les 
concede dicha ley sin perjuicio de la bonificación compensatoria pagada por una sola vez, equivalente a doce mensualidades de 
pensión, y de los correspondientes beneficios médicos. Concretamente, doña' Laura González·Vera Marchant, percibe $161.905 
(pesos chilenos). 

33. En el caso particular de la lamilia de Carmelo Soria el Estado, luego de la resolución adoptada por la Corte Suprema, ofreció 
tomar una serie de medidas destinadas a reparar el daño causado. Las medidas ofrecidas a través del Gobierno de España fueron 
las siguientes: una declaración pública hecha por el Gobierno de Chile reconociendo la responsabilidad del Estado, por la acción de 
sus agentes, en la muerte de Carmelo Soria Espinoza y en la misma declaración se ofrece levantar una obra recordatoria de su 
memoria en un lugar de Santiago designado por su familia. Asimismo. se comprometió a donar una suma importante de dinero para 
constituir y poner en marcha una fundación que llevará el nombre de Carmalo Soria Espinoza. con el objeto de promover el respeto 
de los derechos humanos y las libertades fundamentales. Sin embargo, la familia de la víctima no aceptó ninguna de las propues· 
tas destinadas a reparar sirTbólica y materialmente el daño causado. 

34. El Estado señaló que el Gobierno de España, mediante nota verbal de fecha 18 de diciembre de 1996, valoró positivamente la 
propuesta hecha y reconoció los "esfuerzos constructivos del Gobierno de Chile en el logro de una solución extrajudic ial". A su vez, 
el Gobierno español expresó que "lamenta que los esfuerzos de ambos Gobiernos en el logro de una solución final... no hayan 
tenido éxito". 

35. El Estado sostiene que las violaciones alegadas no le son ifTllutables y no tiene responsabilidad alguna en la violación de dere· 
chos humanos que originó la apertura del caso 11.725. Solicita que la creación de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, 
y lo dispuesto por la ley 19.123, en plena aplicación. sean considerados como medidas adoptadas para garantizar el respeto de los 
derechos humanos de los peticionarios. 



IV. ANÁLISIS SOBRE ADMISIBILIDAD. 

A. Competencia de la Comisión 

36. la Comisión es competente para examinar la petición en cuestión. El peticionario tiene locus standi para comparecer y ha pre­
sentado agravios sobre el cumplimiento de normas establecidas en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre 
y la Convención Americana por los agentes de un Estado miembro de la OEA Y parte de la Convención desde 1990. los hechos rel­
ativos a la desaparición y ejecución extrajudicial del señor Soria se produjeron cuando la obligación de respetar los estándares 
establecidos en la Declaración Americana se encontraba en vigencia para Chile como Estado miembro de la OEA.(2) A su vez, los 
hechos relacionados con la alegada denegación de justicia tuvieron lugar cuando se encontraba an vigor para el Estado chileno la 
obligación de respetar y garantizar los derechos establecidos en la Convención Americana. 

B. REQUISITOS DE ADMISIBILIDAD DEL CASO 

,. Agotamiento de los recursos intarnos 

37. El peticionario alega que se han agotado los recursos previstos en la jurisdicción interna. 

38. En julio de 1976 se inició el sumario criminal por la muerte de Carmelo Soria Espinoza. Con fecha 3 de agosto de 1976, la famil· 
ia de la víctima inició una querella criminal. Con fecha 2 de julio de 1979, el Tercer Juzgado del Crimen de Santiago dictó sobre­
seimiento temporal en la causa. no obstante haberse acreditado el delito de homicidio, por no sar posible ubicar a los autores, cóm­
plices o encubridores. Esta resolución lue aprobada por la Corte de Apelaciones de Santiago el 28 de septiembre de 1979. 

39. Con fecha 15 de marzo de 1991 .la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación ordenó reabrir el sumario criminal al Tercer 
Juzgado del Crimen de Santiago. 

40. Con fecha 16 de noviembre de 1993. la Corte Suprema de Justicia resolvió una contienda de competencia en favor de la justi­
cia militar. El 30 de diciembre de 1993 un Ministro de la Corte Suprema negó la petición de declarar la nulidad del sobreseimiento 
definitivo dictado por la justicia militar. en virtud del Decreto ley 2.191 de 1978 sobre amnistia. Con fecha 6 de abril de 1994. la 
Corte Suprema dejó sin efecto este sobreseimiento definitivo y ordenó continuar con la investigación. 

41. Con fecha 24 de mayo de 1995. la Corte Suprema sometió a proceso a los ex-agentes de la DINA. Guillermo Salinas Torres. ex· 
Coronel del Ejército, como autor, y al ex-Sargento Jose Rios San Martín, como cómplice, por el delito de homicidio ca1ilicado en la 
persona de Carmelo Soria Espinoza. 

42. la indicada resolución de la Corte Suprema estableció en sus considerand9s 29 y 3°: -Oue los hechos descritos constituyen el 
delito de homicidio calificado previsto en el articulo 391 N9 '. circunstancia 1° y 59 del Código Penal" y "que de los mismos 
antecedentes lIuyen presunciones fundadas para estimar que a Guillermo Salinas Torres (ex-Coronel de Ejército) le ha cabido una 
participación de autor y al segundo de ellos (ex·Sargento de Ejército), de cómplice". 

43. Con fecha 4 de junio de 1996 el Ministro instructor Eleodoro Grtíz dictó sobreseimiento definitivo en esta causa. con base en el 
Decreto ley 2.191 de 1978 sobre amnistía. la mencionada resolución de sobreseimiento definitivo en su considerando segundo 
estableció que -de acuerdo con los autos acumulados durante la investigación. la muerte del Sr. Soria se produjo los días 14 o 15 
de julio de 1976 y parece estar fuera de toda duda que ella fue causada por el actuar doloso de terceros". 

44. Con lecha 23 de agosto de 1996 la Corte Suprema confirmó el sobreseimiento definitivo y terminó este proceso. Con esta 
decisión de la Corte Suprema de Chile se dieron por agotados los recursos de la jurisdicción interna. 

45. Por lo tanto. la Comisión concluye que con el dictado de la sentencia de fecha 23 de agosto de 1996 por la Corte Suprema de 
Justicia de Chile, se agotaron los recursos internos en el presente caso. segun ro requieren los artículos 46 de la Convención 
Americana y 20 (c) del Estatuto de la Comisión. El Estado no ha lormulado objeciones al respecto. 

2. Plazo de presentación de la petición 

46. la Comisión considera que la petición fue presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la not~icación de la 
decisión definitiva de los tribunales internos. segun establece el articulo 46(1 )(b) de la Convención Americana. 

3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada 

47. la Comisión entiende que la maleria de la petición no se encuentra pendiente ante otro procedimiento de arreglo internacional. 
ni reproduce una petición ya examinada por aIro órgano internacional o la Comisión misma. Por lo tanto, los requisitos establecidos 
en los articulos 46(1 )(c) y 47(d) se encuentran también satislechos. 



4. Caracterización de los hechos alegados 

48 , La Comisión considera que la petición se ref iere a hechos que podrian caracterizar una violación de derechos consagrados en 
la Declaración y la Convención Americanas, Especílicamente, el reclamo se refiere a la presunta violación a los derechos garanti­
zados en el artículo I de la Declaración y los derechos 25, 1(1),2 Y 43 de la Convención Americana relativos a la protección judicial 
efectiva y el deber de los Estados de garantizar la observancia de la Convención Americana mediante la adopción de las disposi­
ciones de derecho intemo que sean necesarias para implementar sus normas de manera efectiva y de informar de ello a la 
Comisión, Por cuanto la fa lta de fundamento o la improcedencia de la petición no resulta evidente, la Comisión considera satisfe­
chos los requisitos del artículo 47(c). 

49. En relación con la expedición y aplicación de leyes compatibles con la Convención (artículos 1 y 2), la Comisión es competente, 
conforme al articulo 42 del Tratado, para determinar si éstas, entre ellas las leyes llamadas -de ar'TV'listia", así como las conductas 
adoptadas con base en esta normativa, resultan violatorias de las obligaciones asumidas por el Estado parte de que se trate(3). En 
este sentido, la Corte ha establecido: "Como consecuencia de esta calificación, podrá la Comisión recomendar al Estado la dero­
gación o reforma de la norma violatoria y para ello es suficiente que tal norma haya'lIegado por cualquier medio a su conocimien-
10 .. '-.(4) 

50. La Comisión ha desarrollado jurisprudencia relativa a su competencia para examinar violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los tribunales de justicia en los casos en que, como efecto de una sentencia judicial, se haya cometido una violación 
a la Convención cuando aquélla ha sido dictada al margen del debido proceso o aparentemente viola cualquier otro derecho garan­
tizado por la Convención , El Estado no ha formulado objeciones en cuanto a este aspecto de la competencia de la Comisión, 

5. Conclusiones sobre admisibilidad 

51 . La Comisión considera que el presente caso satisface los requisitos formales de admisibilidad establecidos en el artícufo 46(1) 
de la Convención y en el artícufo 32 del Reglamento de la Comisión. Los peticionarios han agotado los recursos previstos en la ley 
chilena o se hallan exceptuados de este requisito, en aplicación de las disposiciones especiales del inciso 2 del citado articulo 46, 
por cuanto de acuerdo con la jurisprudencia establecida por la propia Corte Suprema de Chile, no pueden esperar amparo a sus 
reclamos contra la aplicación de la ley de autoamnistía en el presente caso. 

V. ANÁLISIS SOBAE EL FONDO 

A. Consideraciones Generales 

52. La Comisión observa que la versión de los hechos presentada por el peticionario en relación con la presunta violación del dere­
cho a la vida, a la libertad y la integridad personal se basan en el resultado de las investigaciones reflejadas en las resoluciones de 
la Corte Suprema de Justicia de Chile. Dichas determinaciones de hecho no han sido controvertidas por el Estado ante la Comisión. 
El presenle caso requiere una determinación de derecho en cuanto a si el decreto-ley de 1978 y la forma como fue aplicado por los 
tribunales chilenos en relación a la desaparición forzada, tortura y ejecución extrajudicial de Carmelo Soria, son compatibles con la 
Convención. 

53. El Estado no ha negado la participación de sus agentes en tos hechos del caso, perpetrados en la época de la dictadura militar. 
At considerar la naturaleza y gravedad de los delitos cuyo juzgamiento fue afectado por el decreto-ley de amnistía, no puede igno­
rarse que el gobierno militar que estuvo en el poder desde el 11 de septiembre de 1973 hasta el 11 de marzo de 1990 llevó a cabo 
una política sistemática de represión que resultó en miles de víctimas de "desapariciones", ejecuciones sumarias o extrajudiciales 
y torturas. Al referirse a las prácticas del Estado en aquella epoca, la Comisión indicó que: ese Gobierno [habia] empleado prácti­
camente la totalidad de los medios conocidos para la eliminación física de los disidentes, entre otros: desapariciones, ejecuciones 
sumarias de individuos y de grupos, ejecuciones decretadas en procesos sin garantías legales y lorturas,(5) 

54. Cabe recordar que la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos ha declarado que la práctica de 
desapariciones forzadas es .. una afrenta a la conciencia del hemisferio y constituye un crimen de lesa humanidad-. (6) En su decisión 
de 1988 en el Caso Velásquez Rodríguez, la Corte Interamericana observó que la doctrina y la practica internacionales han califi­
cado muchas veces las desapariciones como un delito contra la humanidad.(7) La Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas reafirma en su preámbulo que "fa práctica sistemática de desapariciones forzadas constituye un delito de lesa 
humanidad",(8) La necesidad social del esclarecimiento e investigación de estos delitos no puede ser equiparada a la de un mero 
delito comun.(9) Las desapariciones forzadas y los crímenos conexos, tales como torturas y ejecuciones sumarias, son de tal 
gravedad que varios instrumentos internacionales han establecido estándares especiales, tales como la jurisdicción universal y la 



imprescriptibilidad, para su juzgamiento con el fin de evitar la impunidad.(10) 

55. El Estado chileno, en reconocimiento de su obligación de investigar las pasadas violaciones de derechos humanos, estableció 
una Comisión de la Verdad con el fin de determinar los hechos y hacer publicas los resultados. Como una medida de reparación, el 
entonces Presidente Aylwin pidió perdón a los familiares de las víctimas. Además, protestó publicamente por la decisión de la Corte 
Suprema que determinó que la aplicación del Decreto ley de amnistla tuviese como efecto la suspensión de las investigación de 
las violaciones sistemáticas cometidas por la dictadura.(I1) El Estado ha invocado la irTl>osibilidad del gobierno democrático para 
modificar o anular el Decreto-Ley de amnistía y su obligación de respetar las decisiones del Poder Judicial y ha alegado que las 
medidas que ha adoptado son tanto efectivas como suficientes para cumplir con las obligaciones de Chile bajo la Convención. los 
peticionarios, si bien reconocen los esfuerzos del Estado, sostienen que han sido insuficientes y no han sido efectivos y que éste 
tiene la obligación de investigar los hechos, establecer las responsabilidades y castigar a los responsables de las pasadas viola­
ciones de los derechos humanos. 

56. El Estado ha planteado su posición en términos de la responsabilidad separada de los poderes públicos: Ejecutivo, Legislativo 
y Judicial. La Comisión, sin embargo, debe considerar la responsabilidad internacional del Estado chileno en su conjunto por los 
actos de sus órganos y sus agentes, cuya participación activa y pasiva en la autoría de los crimenes cometidos contra Carmelo Soria 
Espinoza ha quedado acreditada. 

57. El Estado alega que el Poder Ejecutivo, como órgano, no es responsable por las violaciones alegadas ya que el gobierno 
democrático no ha decretado ninguna ley de amnistia. Sostiene que no les es posible dejar sin efecto esa norma o adecuar esta u 
otras normas a la Convención Americana. En cuanto a la aplicación de la autoamnistía, no puede actuar sino dentro de la ley y la 
Constitución que le fijan el marco de su competencia, responsabilidades y capacidades. 

58. la Comisión considera que el decreto-ley de amnistia 2.191 y sus efectos legales completan la política de violación de los dere· 
chos humanos del régimen militar que gobernó Chile de septiembre de '973 a marzo de 1990(12). Aunque dicha norma fue dicta· 
da durante el gobierno de facto del general Augusto Pinochet, aún se aplica para proteger a los autores intelectuales y materiales 
de estos crímenes cada vez que los tribunales chilenos o extranjeros reciben o intentan examinar casos relativos a la violación de 
los derechos humanos. l as consecuencias jurídicas del decreto·ley de amnistía y su invariable y continua aplicación por los órganos 
del Estado durante los gobiernos democráticos que siguieron al régimen militar, conforme la intención del gobierno de facto, son 
definitivamente incompatibles con las normas de la Convención Americana. 

59. Si bien conforme al derecho interno de Chile los poderes Ejecutivo, legislativo y Judicial son separados e independientes, desde 
el punto de vista del derecho internacional deben ser considerados como una un idad en el Estado, a los efectos de determinar su 
responsabilidad por la violadón de normas internacionales.(13) 

60. Desde la perspectiva del derecho internacional, el Estado chileno no puede justificar el incufT'4llimiento de la Convención con la 
excusa de que la autoamnistía fue decretada por el gobierno anterior. Tampoco puede justificar la no derogación del decreto-ley y 
su continua aplicación en base a la abstención y omisión del Poder legislativo y los actos del Poder Judicial. la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados recoge en su artículo 271a norma de derecho internacional consuetudinario que establece 
que los Estados parte en un tratado no pueden invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación para incumplir ese 
tratado. Asimismo, la Corte lnteramericana ha sostenido que "es un principio de derecho internacional que el Estado responde por 
los actos de sus agentes realizados al amparo de su carácter olicial y por las omisiones de los mismos aun si actuan fuera de los 
límites de su competencia o en violación del derecho interno".(14) 

61 . Recae en el Estado chileno, con prescindencia del régimen que la sancionó o del poder del Estado que la aplicó o hizo posible 
su aplicación, la responsabilidad por la denegación de justicia que pueda generar el Decreto-Iey 2.191. Aun cuando el secuestro y 
la ejecución extrajudicial tuvieron lugar durante el pasado gobierno militar, el Estado es internacionalmente responsable por el 
cumplimiento con su obligación de administrar justicia y sancionar a los agentes responsables. 

62. De conformidad con el principio de la continuidad del Estado. la responsabilidad internacional existe independientemente de los 
cambios de gobierno. En tal sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos señaló que "segun el principio del derecho inter· 
nacional de la identidad o continuidad del Estado, la responsabilidad subsiste con independencia de los cambios de gobierno en el 
transcurso del tierTl>O y, concretamente, entre el momento que se produce el hecho ilicito que genera la responsabilidad y aquél en 
que ella es declarada. lo anterior es válido tarrilién en el carrpo de los derechos humanos, aunque desde un punto de vista ético 
o politico, la actitud del nuevo gobierno sea mucho más respetuosa de esos derechos que la que lenia el gobierno en la época en 
la que las violaciones se produjeron".( 15) 

B. las violaciones a la Convención Americana 

1. la compatibilidad del Decreto-ley de Autoamnistía con la Convención Americana 

63. los Estados partes de la Convención Americana han asumido la obligación de respetar y garantizar a [as personas sometidas 



a su jurisdicción todos los derechos y libertades protegidos en ella y de adecuar su legislación con el lin de hacer electivo el goce 
y ejercicio de esos derechos y libertades. Específicamente, el articulo 2 de la Convención establece la obligación de los Estados 
partes de adoptar "las medidas legislativas o de otro carácter que lueran necesarias" para hacer efectivos los derechos y libertades 
consagrados en el Tratado. En consecuencia, la Comisión debe examinar la co~atibilidad de la legislación domestica de los 
Estados parte con los derechos consagrados en la Convención.(16) 

64. Algunos Estados. en busca de mecanismos de pacificación y reconciliación nacional. han recurrido al dictado de leyes de 
amnistia que han desamparado a las victimas de serias violaciones a los derechos humanos. privándolas del derecho a acceder a 
la justicia. La adopción y aplicación de este tipo de normas es incompatible con las obligaciones asumidas en virtud de los art icu­
los 1 (1) Y 2 de la Convención Americana.(17) 

65. la cOrT'f!atibi¡idad de las leyes de amnistía con la Convención Americana ha sido examinada por la Comisión en varias OPOrtu· 
nidades en el contexto de la decisión de casos individuales. la normativa examinada amparaba con la impunidad serias violaciones 
de derechos humanos cometidas contra personas sujetas a la jurisdicción del Estado parte de que se tratara. 

66. La Comisión ha señalado reiteradamente que la aplicación de leyes de amnistía que impiden el acceso a la justicia en casos de 
serias violaciones a los derechos humanos hace ineficaz la obligación de los Estados partes de respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y de garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona sujeta a su jurisdicción sin discriminación de ninguna 
clase. segun establece el articulo 1(1) de la Convención.{18) En consecuencia, eliminan la medida más efectiva para la vigencia de 
los derechos humanos, vale decir, el enjuiciamiento y castigo a los responsables.{19) 

67. Por su parte la Corte ha dicho que "los Estados no pueden, para no dar cumplimiento a sus obligaciones internacionales, invo· 
car disposiciones existentes en su derecho ¡nterno. como lo es en este caso la Ley de Amnistía ... que a juicio de esta Corte. obsta­
culiza la investigación y el acceso a la justicia. Por estas razones, el argumento ... en el sentido de que le es imposible cumplir con 
ese deber de investigar los hechos que dieron origen al presente caso debe ser rechazado .. En consecuencia. el Estado tiene el 
deber de investigar las violaciones de los derechos humanos, procesar a los responsables y evitar la irT'f!unidad". la Corte ha 
definido la irT'4>unidad como "'a falta en su conjunto de investigación, persecución, captura. enjuiciamiento y condena de los respon­
sables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana" y ha señalado que ... el Estado tiene la obligación 
de corroatir tal situación por todos los medios lega[es disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónica de las viola· 
ciones de derechos humanos y la tolal indefensión de las victimas y sus familiares (Caso Paniagua Morales y otros. supra 57. parro 
173).(20) 

68. la doctrina y la práctica de la CIDH en materia de amnistías coincide con el .studio sobre impunidad preparado recientemente 
por louis Joinet. Relator Especial de las Naciones Unidas sobre Impunidad.(21) En su estudio, presentado a la Comisión de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas el 2 de octubre de 1997, Joinet recomendó la adopción de cuarenta y dos principios 
destinados a la protección y promoción de los derechos humanos por medio de acciones tendientes a combatir la impunidad.(22) 

69. El principio 20 se reliere al deber de los Estados en relación con la administración de justicia. En este sentido, Joinet expresa 
que la impunidad surge del hecho que los Estados no cumplen con su obligación de investigar estas violaciones y adoptar. particu· 
larmente en el área de la administración de justicia, medidas que garanticen que los responsables de haberlas cometido sean acu­
sados, juzgados y castigados. Surge. además. del hecho que los Estados no adoptan medidas apropiadas para proveer a las vícti­
mas de recursos efectivos. para reparar los daños sufridos por ellas. y para prevenir la repetición de dichas violaciones. 

70. Segun se ha establecido supra. la irT'4>osibilidad de juzgar a los responsables por la detención ilegal. desaparición forzada y eje­
cución extrajudicial de Carmelo Soria, perpetrada por agentes del Estado durante el pasado régimen militar, vulnera el derecho al 
acceso a la justicia y la protección judicial consagrado en la Convención. Esta denegación de justicia se encuentra ligada a la vigen· 
cia y aplicación del Decreto l ey 2.191 de amnistia que el gobierno militar dictó para beneficio propio de sus integrantes. El Estado 
ha mantenido en vigor esta normativa se ha mantenido vigor tras la ratificación de la Convención Americana y ha sido conlirmada 
como constitucional por el Poder Judicial. quien le ha dado aplicación en forma continua. La Comisión ya ha tenido la oportunidad 
de pronunciarse en ocasiones anteriores sobre [a incompatibilidad de esta normativa y su aplicación por los tribunales en casos par­
ticulares con las obligaciones internacionales del Estado chileno conforme a la Convención Americana.{23) 

71. El Estado, consciente de la estrecha relación entre el decreto·[ey de arMistía. la impunidad, y el agravio a los derechos humanos 
fundamentales. ha tomado medidas tales como el dictado de la ley N9 19.123 con el fin de compensar a los familiares de las vícti­
mas. Tal como lo ha expresado en varias oportunidades. la violación de los derechos de las víctimas desde el momento de su apre· 
hensión hasta la denegación de justicia deben ser considerados como una unidad. 

72. la Comisión ha tomado debida nota de que el Poder Ejecutivo se dirigió a la Corte Suprema de Chile en marzo de 1991 . con el 
lin de exhortarla a considerar que la autoamnistia vigente no debía y no podía ser obstáculo para que. judicialmente. se investigasen 
y determinasen las responsabilidades correspondientes y que asimismo vetó una ley que podría haber contribuido con la amnistía. 

73. la Comisión reconoce la irq>ortancia de [a creación de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y la labor que cumplió 



reuniendo antecedentes sobre violaciones de los derechos humanos y los detenidos desaparecidos. Su informe individualizó a las 
víctimas ··entre ellas a Carmelo Soria··, reconoció que los casos de estas personas constituían violaciones graves de los derechos 
fundamentales imputables a agentes del Estado, e intentó establecer su paradero, así como medidas de reparación y reivindicación 
para cada una de ellas. 

74. Asimismo reconoce y valora la Ley N' t9. 123, iniciativa del Gobierno democrático, que concede a los familiares de las victimas: 
al pensión unica vitalicia en monto no inferior a la retr ibución promedio de una familia en Chile; bl procedimiento especial para la 
declaración de muerte presunta: c) atención especializada por parte del Estado, en materia de salud, educación y vivienda; d) con· 
donación de deudas educacionales, habitacionales, tributarias y otras con organismos estatales; y e) exención del servicio mil~ar 
obligatorio para los hijos de las víctimas. 

75. Sin embargo, conforme a lo prescr~o en los arUculos 8 y 25 en conexión con los articulos 1 (1) Y 2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, mientras el derecho a la justicia no sea satisfecho, estas medidas no son suficientes para garantizar el 
respeto de los derechos humanos de los peticionarios, 10 que implica hacer justicia en el caso concreto, sancionando a los respon· 
sables y reparando adecuadamente a los familiares. 

76. El Estado chileno ha afirmado que la derogatoria del Decreto Ley de armis!Ía no surtiria efectos contra los responsables de las 
violaciones debido al principio de la ¡rretroactividad de la ley penal contemplado en el artículo 9 de la Convención Americana y 19(3) 
de la Constitución de Chile. Al respecto observa la Comisión que el principio de irretroactividad de la ley que consiste en que nadie 
puede ser condenado retroactivamente por acciones u omisiones que al momento de cometerse no fueran delictivas segun el dere· 
cho aplicable, no podría ser invocado por los amnistiados por cuanto al momento de cometerse los hechos irTl>utados se hallaban 
tipificados y penados por la ley chilena vigente. 

77. La Comisión concluye que el Estado es responsable por la continua aplicación del decreto·ley 2.191 del 19 de abril de 1978, en 
este caso mediante la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 23 de agosto de 1996, y por no haber adecuado la legislación 
interna a los preceptos de la Convención mediante su derogación, en violación a las obligaciones asumidas conforme a los articu· 
los 1(1) Y (2). 

2. La denegación de justicia 

78. La violación del derecho a la justicia y la consiguiente impunidad en el presente caso son el resullado de una concatenación de 
hechos que se inician cuando el gobierno militar expide en su favor y en el de los agentes del Estado que cometieron violaciones 
de los derechos humanos. una sucesión de normas destinadas a formar un complejo marco jurídico de impunidad. Este proceso 
comenzó formalmente en 1978 cuando el gobierno militar sancionó el decreto--Iey No. 2.191 de autoamnistía y se consumó con la 
sentencia dictada por la Corte Suprema de Justicia en 23 de agosto de 1996, mediante la cual se aplicó dicho Decreto Ley de 
amnistía en contra de Carmelo Soria Espinoza. al declarar sobreseido el proceso por su muerte violenta. 

a. La violación del derecho a las garantias judiciales (articulo 8) 

79. La Comisión ha establecido en otros casos que las amnistias o sus efectos no pueden obstaculizar el derecho de las victimas 
o sus familiares o sobrevivientes a obtener, al menos, una reparac ión adecuada por las violaciones de los derechos humanos con· 
sagrados en la Convención Americana. Esta posición se deriva, en gran medida, de la interpretación hecha por la Corte 
lnteramericana con respecto a las consecuencias que tiene la violación, por parte de un Estado, de su deber de garantizar los dere· 
chos humanos, conforme al articulo 1(1) de la Convención. Como expresó la Corte Interamericana en el caso Velásquez Rodriguez 
"el Estado tiene la obligación de investigar las violaciones que se hayan cometido dentro del árrbito de su jurisdicción a fin de .ase· 
gurar a la víctima una adecuada reparación". (El subrayado es nuestro). El derecho a una compensación adecuada tarrbien está 
ligado íntimamente al derecho a la protección jud¡cial consagrado en el artículo 25 de la Convención.(24) 

80. Las consecuencias jurídicas de la autoamnislia son incor11'atibles con la Convención, pues desconocen el derecho de la vícti· 
ma a un juicio justo consagrado en su artículo 8. 

81. Si bien el Estado tiene la obligación de suministrar recursos electivos (artículo 25), los cuales deben ser ·substanciados de con· 
formidad con las reglas del debido proceso legal" (articulo 8(1),(25) es ifTllortante señalar que en muchos de los sistemas de dere· 
cho penal de America Latina la víctima tiene el derecho de presentar cargos en una acción penal. En sistemas como el chileno, que 
lo permite, la victima de un delito tiene el derecho fundamental de acudir a los tribunales.(26) Ese derecho es esencial para ifTllul· 
sar el proceso penal. El decreto de amnistia claramente afectó en el presente caso el derecho de la victima y sus familiares a obten· 
er justicia mediante recursos efectivos en contra de los responsables de violaciones de sus derechos humanos. 

82. Aunque no fuese así, tratándose como en este caso de delitos de acción publica. esto es. perseguibles de oficio, el Estado tiene 
la obligación legal, indelegable e irrenunciable. de investigarlos. Por lo cual, en todo caso el Estado chileno es titular de la acción 
punitiva y la obligación de promover e impulsar las distintas etapas procesales, en cumplimiento de su obligación de garantizar el 
derecho a la justicia de las víctimas y sus familiares. Esta carga debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no 



como una gestión de intereses de particulares o que dependa de la iniciativa de estos o de la aportación de pruebas por parte de 
los mismos.(27) 

83. También el Decreto Ley de Amnistía impidió a los familiares de la víctima la posibilidad de obtener una reparación en los tri­
bunales civiles. Sobre este particular. el articulo 8 de la Convención Americana establece: 

Toda persona tiene el derecho a ser oida, con las debidas garantias y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal cOfllle­
tente, independiente e imparcial establecido anteriormente por la ley ... para la determinación de sus derechos y obligaciones de 
orden civil, laboral. fiscal o de cualquier otro carácter. 

84. Además, en todo caso la posibilidad de iniciar una acción civi l, de acuerdo con la legislación chilena, no está necesariamente 
vinculada al resu~ado del procedimiento criminal. Pese a ello, la demanda civil debe ser interpuesta en contra de una persona deter­
minada para que se pueda establecer la responsabilidad por los hechos alegados y determinar el pago de las indemnizaciones. La 
falta de investigación por parte del Estado hizo materialmente iflllosible establecer la responsabilidad ante los tribunales civiles. No 
obstante que la Corte Suprema de Chile ha señalado que el hecho de que los procedimientos civiles y penales sean independi· 
enles,(28) la manera como la amnistía fue aplicada por los tribunales afectó el derecho de obtener reparación en los tribunales 
civiles, ante la imposibilidad de individualizar o identificar a los responsables de la desaparición, tortura y ejecución extrajudicial de 
Carmelo Soria. 

85. Además, según fue aplicada e interpretada por los tribunales del Estado chileno, la ley de amnistía impidió a los peticionarios 
ejercer su derecho a un proceso justo para la adecuada determinación de sus derechos civiles, consagrado en el articulo 8(1) de la 
Convención. 

b. La violación del derecho a la protección judicial (articulo 25) 

86. En el presente caso, la vict ima y su familia fueron privados de su derecho a un recurso efectivo contra los actos que violaron 
sus derechos fundamentales conforme al articulo 25 de la Convención, que dispone lo siguiente: 

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales com­
petentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 
Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

2. Los Estados partes se comprometen; 

a. a garantizar que la autoridad cOfllletente prevista por el sistema legal del Estado decidira sobre los derechos de toda persona 
que interponga lal recurso: 

b. a desarrollar las posibilidades de recurso judicial. y 

c. a garantizar el cUfllllimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso. 

87. Sobre la obligación legal que tienen los Estados de suministrar recursos internos efectivos, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha señalado lo siguiente: 

Según [la Convención], los Estados partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las victimas de violación de los 
derechos humanos (articulo 25), recursos que deben ser substanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal 
(art iculo 8.1), todo ello dentro de la obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los 
derechos reconocidos por la Convenc ión a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (articulo 1 ).(29) 

88. la Corte ha agregado: "que sean adecuados significa que la función de esos derechos, dentro del sistema de derecho interno, 
sea idónea para proteger la situación juridica infringida".(30) 

La inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos reconocidos por la Convención constituye una transo 
gresión de la misma por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar. En ese sentido debe subrayarse que, para que 
tal recurso exista, no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se 
requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo nece­
sario para remediarla.(31) 

89. En el presente caso, el Decreto Ley de autoamnistia y su aplicación por la Corte Suprema de Chile tuvo por efecto impedir el 
acceso de los familiares de la victima al recurso efectivo para la protección de sus derechos que dispone el articulo 25 de la 
Convención Americana. En efecto. mediante estos actos legislativos y judiciales el Estado renunció a sancionar los delitos graves 
cometidos conlra Carmelo Soria, que violaron al menos sus derechos a la vida, a la libertad y la integridad física y moral consagra· 



dos en la Convención Americana (artículos 4. 5 Y 7) . Además, por la manera como fue aplicado el decreto por los tribunales chilenos, 
1'10 solamente impidió sancionar a los autores de violaciones de derechos humanos, sino también aseguró que ninguna acusación 
fuera dirigida en contra de los responsables de forma que, legalmente. éstos han sido jurídicamente considerados como inocentes. 

90. El Decreto ley de amnistia dio lugar asi a una ineficacia jurídica de los delitos y dejó a la victima y a su familia sin ningún recur­
so judicial a través del cual se pudiese juzgar y sancionar debidamente a los responsables de las violaciones de derechos humanos 
cometidas contra Carmelo Soria durante [a dictadura militar. 

91 . En consecuencia. al promulgar y hacer cumplir el Decreto ley 2.191, el Estado chileno dejó de garantizar los derechos a la pro­
tección judicial consagrados en el artículo 25 de la Convención, y violó de esta forma el derecho humano correspondiente de 
Carmelo Soria Espinoza y sus familiares. 

c. El incumplimiento de la obligación de investigar y sancionar 

92. El articulo' (1) de la Convención Americana dispone que los Estados partes se obligan a "respetar" los derechos consagrados 
en eUa y a "garantizar" su libre y pleno ejercicio. Esta obligación significa, como lo ha dicho la Corte Interamericana, el cumplimien­
to de verdaderas "obligaciones de hacer· por parte de los Estados que permitan una eficaz garant ia de tales derechos.(32) En vir­
tud de esta obligación, el Estado de Chile se encuentra en el deber jurídico de prevenir, razonablemente, las violaciones de los dere­
chos humanos, investigar con los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción, 
identificar a los responsables, imponerles las sanciones pertinentes y asegurar una adecuada reparación a la víctima.(33) 

93. la Corte asimismo ha sostenido que "el Estado está en el deber jurídico de investigar seriamente con los medios a su alcance, 
las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a los responsables, de imponerles las 
sanciones pertinentes y de asegurar a la victima una adecuada reparación"(34). 

94. Constituye una abierta violación del derecho establecido en el articulo 25 de la Convención Americana la existencia de ifT1ledi­
mentos fácticos o legales (como la ley de amnistia), para acceder a información relevante con relación a hechos y circunstancias 
que rodearon la violación de un derecho fundamental, y que ifT1liden contar con recursos de la jurisdicción interna que permitan la 
protección judicial de los derechos fundamentales establecidos en la Convención, la Constitución y las leyes. 

95. l a Comisión ha reiterado en casos relativos a la vigencia de leyes de amnistía que es necesario que los Estados adopten "las 
medidas necesarias para esclarecer los hechos e individualizar a los responsables por las violaciones de derechos humanos ocur­
ridas durante el período de facto"(35): que "el Estado tiene la obligación de investigar las violaciones que se hayan cometido den­
tro del ámbito de su jurisdicción, a f in de identificar a los responsables"(36): y "que el Estado de Chile {debe) adecuar su legislación 
interna a las disposiciones de la Convención Americana, de modo que las violaciones de derechos humanos del gobierno militar 'de 
lacto' puedan ser investigadas, a fin de que se individualice a los culpables, se establezcan sus responsabilidades y sean efectiva­
mente sancionados, garantizando a las víctimas y a sus familiares el derecho a la justicia que les asiste". (37) 

96. Al interpretar el alcance del articulo 1(1) de la Convención Americana, la Corte Interamencana ha expresado que la obligación 
establecida en él implica el deber de los Estados partes de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estruc­
turas a traves de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente 
el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como consecuencia de esta obligación, los Estados deben prevenir, investigar 
y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar, ademas, el restablecimiento, si es posible, del 
derecho conculcado y en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos humanos.(38) 

97. la Corte ha señalado, igualmente, que el Estado está en el deber jurídico de prevenir, razonablemente, las violaciones de los 
derechos humanos, de investigar seriamente con los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámb~o 
de su jurisdicción a lin de identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima una ade­
cuada reparación.(39) Si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede i~une y no se restablezca, en cuanto sea 
posible, a la victima en la plen~ud de susderechos, puede afirmarse que ha incurT'f)lido el deber de garantizar su libre y pleno ejer­
cicio a las personas sujetas a su jurisdicción.(40) 

98. Asimismo, la Corte Interamericana, en su interpretación del articulo 1 (1) de la Convención Americana, establece que "la segun­
da obligación da los Estados Partes es la de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a 
loda persona sujeta a su jurisdicción ... Como consecuencia de esta obligación los Estados deben prevenir, investigar y sancionar 
toda violación de los derechos reconocidos por la Convención ..... (41) 

la Corte sigue analizando este concepto de la siguiente manera: 

lo decisivo es dilucidar si una determinada violación a los derechos humanos reconocidos por la Convención ha tenido lugar con el 
apoyo o la tolerancia del poder público o si éste ha actuado de manera que la transgresión se haya cumplido en defecto de toda 
prevención o impunemente.(42) El Estado está en el deber jurídico de prevenir, razonablemente , las violaciones de los derechos 



humanos, de investigar seriamente con los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dent ro del ámbito de su juris· 
dicción a fin de identificar a los responsables, de ifT'4)onerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima una adecuada 
reparación,(43) Si el aparato del Estado actua de modo que tal violación quede ifT'4)une y no se restablezca, en cuanto sea posible, 
a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las 
personas sujetas a su jutisdicción.(44) En cuanto a la obligación de investigar, señala la Corte que la investigación ... debe tener un 
sentido y ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una sirTl>le gestión de intereses particulares, que 
dependa de la iniciativa procesal de la victima o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios, sin que la 
autoridad publica busque efectivamente la verdad.(45) 

99. En el presente caso, el Estado tiene la obligación de investigar exhaustivamente y sancionar a través de sus órganos jurisdic· 
cionales a los responsables de los hechos que dieron lugar a la muerte de Carmelo Soria Espinoza. Sin embargo, no obstante 
haberse establecido en los considerados 2Q y 3Q de la resolución de la Corte Suprema de Chile de 24 de mayo de 1995 "que los 
hechos descritos constituyen el delito de homicidio cal~icado previsto en el artículo 391 N11 1, circunstancia l Q y 5Q del Código Penal" 
y "que de los mismos antecedentes /luyen presunciones fundadas para estimar que a Guillermo Salinas Torres (ex·Coronel de 
Ejército) le ha cabido una participación de autor y al segundo de ellos José Ríos San Marín (ex· Sargento de Ejército), de cÓfT1)lice", 
el Estado de Chile a traves de la sentencia de su Corte Suprema que aplicó el Decfeto Ley 2.191 de 1978 sobre armislia, el 4 de 
junio de 1996 dictó sobreseimiento delinitivo de su causa. Así se hizo además, pese a que en el considerando 29 de dicha resolu· 
ción de sobreseimiento definitivo se establecía que "de acuerdo con los autos acumulados durante la investigación, la muerte del 
señor Soria se produjo los días' 4 o 15 de julio de 1976 y parece estar fuera de toda duda que ella fue causada por el actuar doloso 
de terceros·. 

100. Esto demuestra claramente que, en su momento, una vez ident~icados Jos presuntos responsables, el Estado no cumplió a 
traves de sus órganos de administración de justicia con su obligación de culminar la investigación y sancionar a los responsables 
de los hechos relacionados con la ejecución extrajudicial de Carmelo Soria Espinoza. 

101. La Comisión considera importante señalar que "la obligación de investigar debe e"l'renderse con seriedad y no como una sim­
ple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. Debe lener un sentido y ser asumida por el Estado como un deber jurídi· 
co propio. y no como una gestión de intereses particulares que dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus famil iares o 
de la aportación privada de elementos probatorios, sin que la autoridad püblica busque efectivamente la verdad".(46) En otras pal· 
abras, las autoridades debieron emprender una investigación seria de los hechos, a efecto de establecer la verdad objetiva y real. 
El aparato del Estado, por el contrario, actuó de tal forma que las viotaciones quedaran impunes y no se restablecieran los derechos 
de la peticionaria. 

102. La Comisión de Verdad y Reconciliación, establecida por el Gobiemo democrático para investigar violaciones de los derechos 
humanos ocurr idas en el pasado, realizó una meritoria labor de compilación de antecedentes sobre las violaciones de los derechos 
humanos y la situación de los detenidos desaparecidos con miras a establecer su paradero y medidas de reparación y reivindicación 
para cada uno de ellos. Sin embargo, si bien su trabajo contempló una buena"parte del numero total de casos, ello no permitió la 
investigación de los hechos delictivos por pane de los agentes del Estado, ni la identificación y sanción de sus responsables, pre· 
cisamente en virtud del decreto·ley de amnistía, motivo por el cual el derecho de las victimas sobrevivientes y de los familiares a 
conocer la verdad de los hechos fue vulnerado por el Estado chileno. 

t 03. Además, la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación no era un órgano judicial y su labor se limitaba a establecer la iden­
tidad de las victimas de violaciones al derecho a la vida. Por la índole de su mandato. esa Comisión no estaba habilitada para pub­
licar los nombres de quienes cometieron los delitos ni para imponer ningun tipo de sanción. Por tal razón, pese a la imponancia que 
tuvo para establecer los hechos y otorgar compensación, no puede considerarse a la Comisión de Verdad como un sustituto ade· 
cuado de un proceso judicial. 

104. La misma Comisión de Verdad concluyó en su informe: 

Desde el punto de vista esuictamente preventivo, esta Comisión estima que un elemento indispensable para obtener la reconcil· 
iación nacional y evitar así la repetición de los hechos acaecidos, sería el ejercicio cOf1'l)leto, por parte del Estado, de sus facu~ades 
punitivas. Una cabal protección de los derechos humanos sólo es concebible en un real Estado de derecho. Y un estado de dere· 
cho supone el sometimiento de lodos los ciudadanos a la ley y a los tribunales de justicia, lo que envuelve la aplicación de sanciones 
previstas en la legislación penal, igual para todos, a los transgresores de las normas que cautelan el respeto a los derechos 
humanos(47) (subrayado y énfasis de la Comisión). 

105. El reconocimiento de responsabilidad realizado por el Gobierno, la investigación parcial de los hechos y el pago posterior de 
compensaciones no son, por si mismas, suficientes para cumplir con las obligaciones previstas en la Convención . Según lo dis· 
puesto en el artículo 1 (1 l, el Estado tiene la obligación de investigar las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su 
jurisdicción, a fin de identificar a Jos responsables, de imponerles sanciones pertinentes y de asegurar a la victima una adecuada 
reparación.(48) 



106. La Comisión concluye, en consecuencia. que el Estado no cumplió con su obligación de investigar y sancionar a los respons­
ables de las violaciones de los derechos humanos de Carmelo Soria Espinoza y que el sobreseimiento como tesu~ado de la apli­
cación de la amnistía. a pesar de las pruebas incriminatorias existentes contra ellos. demuestra que tall'4>oco cUrT1llió con su 
obligación de sancionar. 

107. En consecuencia. al sancionar el Decreto Ley 2.191 sobre autoamnistia y al aplicarlo en el caso de Carmelo Soria por la sen­
tencia dictada por la Corte Suprema de Justicia. el Estado de Chile dejó de cUfr4)lir con la obligación de investigar y sancionar a los 
responsables est ipulada en el artículo 1(1 ) de la Convención. '1 violó. en perjuicio de la víctima '1 de sus famil iares. los derechos 
humanos que r&conoce la Convención Americana. 

3. La violación del derecho a la vida. a la libertad '1 a la integridad personal 

108. En su petición. Carmen Soria González Vera denunció ante la Comisión, en primer termino, los siguientes h&chos: 

Mi padre, don CarmeJo Soria Espinoza. afecto a doble nacionalidad chileno·español. funcionario de CELADE. organismo 
Internacional dependiente de CEPAl. Naciones Unidas. fue secuestrado y luego asesinado por funcionarios de la Dirección de 
Inteligencia Nacional (D.I.N.A.) en julio de 1976. En esa &poca. mi padre ten ia 54 años de edad. El dia 14 de julio de 1976. se retiró 
de su trabajo. ubicado en calle Huelen No. 61 de la ciudad de Santiago, entre las 17.00 y las 17.30 horas, para dirigirse a su domi­
cilio. Ese día no llegó a nuestro hogar. Mi familia efectuó todos los trám~es '1 diligencias encaminadas a ubicarlo. hasta que el dia 
siguiente. personal de Carabineros de la Tenencia El Salto. encontraron su automóvil Volkswagen dentro del Canal de regadío El 
Carmen ubicado en el fa ldeo del Parque Metropolitano. 

Se ordenó desecar el Canal '1 el día viernes 16 de julio de 1976. al descender considerablemente el nivel de las aguas. apareció el 
cadáver de mi padre. La Comisión Gubernamental Verdad y Reconciliación creada por el Gobierno de don Patricio Aylwin , el año 
1990, estableció en relación al asesinato de mi padre: "El dia 15 de julio de 1976 fue muerto por agentes de la DI NA el Economista 
Español y funcionario de las Naciones Unidas. Carmelo Luis Soria Espinoza. militante del Partido Socialista. El afectado fue detenido 
el día anterior. Al día siguiente. el automóvil del afectado fue arrojado por algunos agentes dentro del Canal El Carmen en el sector 
de La Pirámide. con las llaves en el contacto, sus puertas cerradas. algunos vidrios quebrados, sin la radio ni los asientos del mismo. 
salvo del conductor. y una botella de pisco para simular un accidente. En el mismo Canal fue arrojado el cadáver del afectado. el 
cual fue hallado el día 17 a un kilómetro del lugar en que se encontró el auto. La Comisión se formó fa convicción de que Carmelo 
Soria fue ejecutado por Agentes estatales, en violación a sus Derechos Humanos". Dicho informe agrega: ·Carmelo Soria era 
Español, acogido al Derecho de doble nac ionalidad con Chile. Era casado, tenía Ires hijos '1 54 años de edad. Militaba en el Partido 
Comunista Español. funcionario de Naciones Unidas. desempeñándose a la fecha de su muerte en CELADE. El dia 15 de julio de 
1976 fue detenido por Agentes de la DINA. después de salir de su oficina con destino a su hogar. Al dia siguiente. 16 de julio, su 
cadáver fue encontrado junto al automóvil que viajaba en el canal El Carmen en Santiago. siendo su muerte producto de la acción 
de Agentes de la DINA, quienes desbarrancaron el automóvil para hacer aparecer la muerte como acc¡dental~. 

109. Dentro de la interrumpida investigación judicial que se llevó a cabo con motivo de la detención ilegal, tortura y ejecución sumaria 
del señor Carmelo Soria Espinoza. lograron acreditarse algunos de los hechos denunciados por la peticionaria. así como tambien 
identificar a algunos de los autores. 

110. Ahora bien, en el presente caso. según consta en el expediente llevado por la Comisión. la resolución dictada por el Ministro 
Libedinsky de la Corte Suprema de Justicia de Chile de fecha 30 de diciembre de 1993. las investigaciones del proceso lograron 
acreditar que el señor Carmelo Soria Espinoza fue detenido PO( un grupo de militares adscritos a la Direcc ión de Inteligencia 
Nacional (D INA) que integraban una brigada de dicho organismo denominada Mulchén, trasladado en su propio automóvil a un 
inmueble situado en Vía Naraja 4925 del sector de Lo Curro, donde fue sometido a interrogatorios, apremios lisicos '1 finalmente , 
muerto por sus aprehensores que. al parecer. se encontraban investigando con anterioridad a estos sucesos presuntas actividades 
de índole politica desarrolladas por el nombrado Soria Espinoza. 

La Corte Suprema concluye 

Estos hechos son constitutivos del delito de homicidio de Carmelo Soria Espinoza, delito que sus autores inmediatamente despues 
de perpetrado procuraron ocultar simulando un desbarrancamiento del automóvil Volswagen propiedad de la víctima ocasionado por 
un tambien fingido estado de entlriaguez de su conductor. 

111. De la misma forma concluye la resolución de la Corte Suprema de Justicia de 24 de mayo de 1996, en la que se establece: 

Que los hechos descr~os constituyen el delito de homicidio calificado previsto en el art ículo 391 N' ' . circunstancia l ' '1 5' del Código 
Penal y que de los mismos antecedentes fluyen presunciones fundadas para estimar que a Guillermo Salinas Torres (ex Coronel de 
Ejercito) le ha cabido una participación de autor y al segundo de ellos Jose Ríos San Martín (ex Sargento de Ejército) de córrplice. 

112. Tales conclus iones son también ratificadas por la resofución del Ministro Eleodoro Ortiz de la Corte Suprema de 4 de junio de 



1996, que al referirse a la responsabilidad de las personas nombradas en el párrafo precedente, concluye: 

De acuerdo con los autos acumulados durante la investigación, la muerte del Sr. Soria se produjo los días 14 o 15 de julio de 1976 
y parece estar fuera de toda duda que ella fue causada por el actuar doloso de terceros. 

113. La Comisión debe tener en cuenta las determinaciones producto de estas investigaciones que fueron interrufTllidas tras 
establecer precisamente que Carmelo Soria fue en electo ilegalmente detenido, sometido a interrogatorios, apremios físicos y final· 
mente ejecutado por quienes lo secuestraron. Esto ocurre al conocerse la verdadera identidad de los autores y su condición de 
agentes del Estado de Chile. A partir de este momento la investigación judicial se suspende y concluye por aplicación del Decreto 
Ley 2.191 de armistía. Habiendose frustrado la finalización del proceso luego de acreditarse estos hechos que ponen en evidencia 
la responsabilidad del Estado, la Comisión no puede omitir declarar, con base en las investigaciones del máximo tribunal de justi· 
cia, que se halla debidamente acreditada la responsabilidad del Estado por la violación de los derechos a la vida, la libertad y la inte· 
gridad personal del señor Carmelo Soria Espinoza. 

114. Cuando estas violaciones ocurrieron la situación en la República de Chile era descrita por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos en su Cuarto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Chile, de la siguiente manera{49): 

11 . En materia de derecho a la vida, la Comisión considera que el mismo ha sido gravemente vulnerado en Chile durante todo el 
período que cubre el presente informe . La magnitud de esas violaciones se ha caracterizado por una clara orientación politica, ya 
que sus vfctimas han sido, en una alta proporción, personas que sustentaban posiciones politicas opuestas al Gobiemo o que 
habían manifestado en actos publicos su discrepancia con el. La magnitud de las violaciones al derecho a la vida acaecidas se expli· 
ca por el hecho de que ese Gobiemo haya efTllleado prácticamente la totalidad de métodos conocidos para la eliminación física de 
los disidentes entre olros: desapariciones, ejecociones sumarias de individuos y de grupos, ejecuciones decretadas en procesos sin 
garantías legales y torturas. 

12. La sólida evidencia recogida por la CIDH y expuesta en el capítulo respectivo de este Informe, le permite afirmar que la tortura 
ha sido una práctica continua, deliberada y sistemática durante todo el periodo que se inicia en 1973. Confirma este aserto el hecho 
de que la Comisión no tenga conocimiento que exista un solo funcionario que haya sido castigado por su participación en la tortura 
a lo cual debe sumarse la asignación de recursos materiales y humanos exigidos para tal práctica. Todo eUo, a juicio de la Comisión, 
ha tenido un claro objetivo pOlit ico como ha sido el de obtener información o lograr confesiones autoinculpatorias de las víctimas, 
dejando profundas secuelas en éstas y en sus familia~es . 

115. Al momento del secuestro y ejecución de la víctima, la Convención Americana no se encontraba en vigor. Sin embargo, la 
Comisión tiene cOfTlletencia para examinar estas violaciones en virtud de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Horrbre{50) (en adelante "la Declaración"). El artículo I de la Declaración establece: 

Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona. 

116. La doctrina de la Comisión en materia de detención arbitraria y privación ileg ítima de la libertad a la luz de la Declaración 
Americana, contenida en su publicación Diez años de Actividades 1971 ·1981 , establece lo siguiente: 

Puesto que la detención lo priva a uno de la libertad, es de crucial importancia que los ciudadanos sepan que tales penas no pueden 
ser impuestas arb~rariamente a discreción o placer de [a autoridad ejecutiva. A menos que [os ciudadanos estén garantizados en el 
ejercicio de este derecho, todos los demás derechos quedan en precario. Mientras exista la posibilidad de la detención arbitraria, 
las demás barreras a la acción gubernamental se convierten en esperanzas vacías, y la democracia no se puede beneficiar con el 
juicio libre y espontaneo de un pueblo del que debe depender para dirigir su propia conducta. 

117. En el presente caso, y según fuera establecido por la Corte Suprema de Justicia de Chile en su resolución de 30 de diciembre 
de 1993, Carmelo Soria fue objeto de privación arbitraria de su libertad, lo cual constituye una violación al artículo I de la Declaración 
Americana. 

118. En cuanto al derecho a la integridad personal, la Comisión ha expresado que la tortura no se just~ica en modo alguno, por ser 
atentatoria contra la dignidad humana y violar la integridad de la persona, cuya defensa está también consagrada en el artículo I de 
la Declaración Americana.(51) La Comisión ha expresado la necesidad de que los Estados investiguen en forma exhaustiva toda 
denuncia de tortura y sancionen a quienes resulten responsables de actos de esa naturaleza, cualquiera que sea su posición o jer· 
arquía.{52) 

119. En el presente caso, según l uera establecido por la Corte Suprema de Justicia de Chile en su resolución de 30 de diciembre 
de 1993, Carmelo Soria fue sometido a apremios físicos al ser interrogado por agentes del Estado, lo cual constituye una violación 
al artículo I de [a Declaración Americana. 

120. En relación con la observancia del precepto sobre el derecho a la vida contemplado en la Declaración Americana y la sanción 



a los responsables de la violación de dicho derecho, la Comisión ha expresado "Merece especial consideración el derecho a la vida, 
porque ésta constituye, sin duda alguna, el fundamento y el sustento de todos los demás derechos.(53) 

121. Ha señalado asimismo, que los Estados miembros donde ocurran tales violaciones están obligados "a poner inmediato fin a la 
gravísima práctica de las ejecuciones ilegales cometidas por fuerzas de seguridad o grupos paramilitares" recomendándoles adop­
tar "las medidas preventivas que sean oportunas· y contar con "un Poder Judicial independiente y dotado de suficientes poderes." 
para "a investigar y posteriormente .. castigar a lodos los responsables de esas ejecuciones ilegales.(54) 

122. En el presente caso, en violación a lo establecido por el artículo I de la Declaración Americana, Carmelo Soria fue finalmente 
asesinado por quienes lo secuestraron, como quedó establecido por la Corte Suprema de Justicia de Chile en su resolución de 30 
de diciembre de 1993. 

123. En conclusión, en este caso el Estado es responsable por la violación del derecho a la vida, a la libertad y a la integridad per­
sonal del señor Carmelo Soria Espinoza contemplado en el artículo 1 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre. Esta responsabilidad se deriva del resultado de las investigaciones efectuadas por la propia Corte Suprema de Justicia de 
Chile y los documentos que la acreditan constan en los expedientes judiciales que se siguieron dentro del proceso de investigación 
por la desaparición, tortura y homicidio del señor Soria. 

d. las obligaciones en materia de derechos humanos establecidas en el Convenio sobre Prevención y Castigo de Delitos contra 
Personas Internacionalmente Protegidas y la jurisdicción universal 

1. la alegada violación al Convenio sobre Prevención y Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas 

124. El 14 de diciembre de 1973 el Estado Chileno ratijicó la Convención sobre Prevención y Castigo de Delitos contra Personas 
Internacionalmente Protegidas, que fue firmada por el delegado de Chile en esa misma fecha y promulgada como ley de la 
República el 28 de febrero de 1977 (Diario Oficial de 29 de marzo de 1977). En su condición de Estado parte de dicho Convenio, el 
Estado de Chile está obligado por las normas y principios del derecho internacional consuetudinario a obseNar este tratado de 
buena fe y a ajustar su legislación interna con el fin de darle cUl1l'limiento. Además, el Estado chileno ha asumido el cOl1l'romiso 
de respetar ese Convenio y asegurar su cUOl>limiento en toda circunstancia, especialmente en situaciones graves como es el caso 
de la desaparición forzada, tortura y ejecución extrajudicial de Carmelo Soria Espinoza. 

125. En efecto. el mencionado Convenio sobre Prevención y Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas 
establece en su artículo 31! que cada Estado parte dispondrá lo necesario para instituir su jurisdicción sobre los delitos previstos en 
el párrafo , I! del artículo 21! que son, entre otros, homicidio, secuestro u otro atentado contra la integridad física o la libertad de una 
persona internacional mente protegida. Se entiende por "persona internacionalmente protegida" cualquier representante, funcionario 
o personalidad oficial de un Estado o cualquier funcionario, personalidad olic iaJ u otro agente de una organización gubernamental 
que, en el momento y en el lugar en que se cometa un delito contra él ... . tenga derecho, conforme al derecho internacional, a una 
protección especial contra todo atentado a su persona, libertad o dignidad, así como los miembros de su familia que forman parte 
de su casa; y cada Estado hará que esos delitos sean castigados con penas adecuadas que tengan en cuenta su carácter grave 
(art. 21!, NI! 2).(55) 

126. En el caso de Carmelo Soria, al no tomar en cuenta su condición jurídica de funcionario internacional de las Naciones Unidas, 
el Estado de Chile dejó de obselVar las obligaciones internacionales derivadas del Convenio sobre Prevención y Castigo de Delitos 
contra Personas Internacionalmente Protegidas del cual es parte. Por tratarse de un crimen grave deberia haber impedido que se 
concediese a los autores de su asesinato el beneficio de la arTVl istia, ya que de acuerdo con el principio aut dedere aut judicare es 
irremisible la pena de los deli tos cometidos contra personas internacionalmente protegidas y es obligación de Chile castigar a sus 
autores. 

127. En efecto, el articulo 2(1) del antes referido Convenio establece que en los casos de homicidios, secuestros y otros atentados 
contra la integridad física o la libertad del funcionario internacional ·cada Estado Parte hará que esos delitos sean castigado con 
penas adecuadas que tengan en cuenta el caracter grave de los mismos" (subrayado de la Comisión). 

128. la violación de esta obligación internacional por el Estado chileno se corrprueba con la propia sentencia de la Corte Suprema 
de Justicia de Chile de 23 de agosto de 1996 que los peticionarios aportaron. Esta pone de manifiesto que dicho Tribunal Supremo 
desconoció la calidad de funcionario internacional su jeto de protección del señor Soria, no obstante haber tenido a la vista la con­
stancia que otorgó el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile con base en un informe de la CEPAL de 8 de septiembre de 1994, 
que expresamente reconoce que el señor Soria lenia la ·calidad de funcionario internacional permanente de las Naciones Unidas·. 

129. Pese a haber tenido a la vista dicha constancia, la Corte Suprema la ignoró al declarar que no era aplicable al señor Soria la 
protección internacional derivada del Convenio sobre Prevención y Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente 
Protegidas, en consideración a "que de los documentos antes referidos sólo se infiere que el Sr. Soria era funcionario de CELADE 
pero no aportan elementos de convicción para establecer de manera fehac iente que haya tenido calidad de jefe o funcionario supe-



rior de planta de CEPAl o de la misión de esta. CElADE, pues para este tin únicamente obran las meras afirmaciones de los infor­
mantes, sin respaldo documental oficial que acredite la calidad antes referida". 

130. Sin perjuicio de lo anterior, la misma sentencia de la Corte Suprema consideró correcta la interpretación dellallo apelado. que 
f inalmente confirmó, según el cual sólo procedía otorgar al señor Soria la garantia a que se refiere el citado Convenio si en su caso 
se hubiese establecido la respectiva infracción penal: "la punibilidad de la misma al dictarse la sentencia y la imputabilidad penal de 
las conductas, situación que obviamente no se da en la especia en razón de concurrir la causal objetiva de la extinción de la respon­
sabilidad penal de la amnistia establecida en el Decreto ley 2191 cuya aplicación resulta manifiesta en esta causa". Esta conclusión 
de la Corte Suprema conlirmó finalmente la decisión del Poder Judicial chileno de no aplicar el citado Convenio por razón de la 
amnistía con prescindencia de la obligación adicional del Estado chileno derivada de la calidad de funcionario internacional del señor 
Soria. 

131. Además de las consideraciones expuestas, la co~etencia de la Comisión y de la Corte para aplicar otras normas del derecho 
internacional que protegen derechos humanos, como el Convenio sobre Prevención y Castigo de Delitos contra Personas 
Intemacionalmente Protegidas, se sustenta ampliamente en el texto mismo de la Convención y en la propia jurisprudencia de la 
Comisión(56) y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. . 

132. En este sentido, la Convención Americana en su articulo 29 sobre normas de interpretación establece: "Ninguna disposición 
de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que 
pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra Convención en que 
sea parte uno de dichos Estados". 

133. Cabe destacar que la Corte Interamericana ha avalado la practica de la Comisión de aplicar fuentes de derecho intemacional 
contenidas en otros tratados que contengan normas sobre derechos humanos distintas a la Convención Americana. En la Opinión 
Consultiva NV 1{57) que interpreta el termino "otros tratados" en el articulo 64 de la Convención Americana. la Corte sostuvo lo sigu­
iente: 

El propósito de integración del sistema regional con el universal se advierte, igualmente, en la práctica de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, perfectamente ajustada al objeto y fin de la Convención, de la Declaración Americana y del 
Estatuto de la Comisión. En varias ocasiones, en sus inlormes y resoluciones. la Comisión ha invocado correctamente "otros trata­
dos concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados Americanos". con prescindencia de su carácter bilater­
al o multilateral, o de que se hayan adoptado o no dentro del marco o bajo los auspicios del sistema interamericano. Ello ha ocurri­
do, últimamente, en casos como los informes sobre la situación de los derechos humanos en El Salvador (OEA/Ser.LNII1.46. doc. 
23, rev. 1, 17 noviembre 1979) págs. 37 y 38; sobre la situación de los presos politicos en Cuba (OEA/Ser.LNII1.48. doc. 24. 14 
diciembre 1979) pág. 9; sobre la situación de los derechos humanos en Argentina (OEA/Ser.LNII1.49, doc. 19. 11 abril 1980), págs . 
24 Y 25; sobre la situación de los derechos humanos en Nicaragua (OEA/Ser.LNII1.53. doc. 25. 30 junio 1981 ) pág. 31; sobre la 
situación de los derechos humanos en Colombia (OEA/Ser LNJII.53, doc. 22, 30 junio 1981) págs. 56 Y 57; sobre la situación de los 
derechos humanos en Guatemala (OEA/Ser.LNJH.53. doc. 21. rev. 2, 13 octubre 1981 ) págs. 16 Y 17; sobre la situación de los dere­
chos humanos en Bolivia (OEAlSer.LNIl1.53. doc. 6. rev. 2, 13 octubre 19B1 ) págs . 20 y 21r y Caso 7481 Hechos ocurridos en 
Caracoles (Bolivia). Resolución No. 30182 (OEA/Ser LNIII.55, doc. 54, 8 marzo 1982). (Subrayados de la Comisión) 

134. Por ello, la Corte ha sostenido explicitamente que esta práctica de la Comisión es "perfectamente ajustada al objeto y fin de la 
Convención, de la Declaración Americana y del Estatuto de la Comisión",(5B) 

135. lo expuesto lleva a la Comisión a concluir que el Estado chileno ha dejado de cu~lir con su obligación de sancionar los deli­
tos contra funcionar ios internacionales según el Convenio sobre Prevención y Castigo de Delitos contra Personas 
Internacionalmente Protegidas por haber dispuesto la aplicación del Decreto Ley 2.191 de autoamn istía. por no haber adaptado su 
legislación a las disposiciones de dicha Convención y porque sus órganos competentes de administración de justicia no han dado 
castigo a los delitos de desaparición forzada, tortura y ejecución extrajudicial cometidos contra Carmelo Soria, persona interna­
cionalmente protegida. 

2. la cuestión de la jurisdicción universal en la doctrina de la Comisión 

136. Sobre la necesidad de una instancia internacional a la que pueda recurrirse cuando los derechos humanos han sido violados 
por agentes del Estado y resulla imposible obtener debida investigación y sanción en el derecho interno. la Comisión se ha pro­
nunciado al respecto en reiteradas oportunidades. Con fecha 8 de diciembre de 1998, al conmemorar los cincuenta años de la pro­
mulgación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de la OEA y de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas, la Comisión expidió una Recomendación dirigida a los Estados del sistema inter­
americano en la cual registró "como uno de los más importantes avances del derecho internacional público contemporáneo el 
establecimiento del princ ipio de la responsabilidad penal del individuo en el orden internacional". 

137. En dicha Recomendación, aprobada en el curso de su 101v período ordinario de sesiones, la CIDH señaló que ·como resulta-



do de los llamados Principios de Nuremberg, adoptados por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1946, y de ras 
Resoluciones de creación de los Tribunales Penales Internacionales para la antigua Yugoslavia y para Ruanda, expedidas por el 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en 1993 y en 1994, la reciente Conferencia Diplomática de Roma aprobó el 17 de 
julio de 1998 el Estatuto de la Corte Penal Internacional de carácter permanente". 

138. Recordó asimismo. que "los art ículos 1 y 25 de dicho Estatuto consagran la responsabilidad penal de toda persona acusada 
de la comisión de un delito contra el derecho internacional en una de las Ires categorías siguientes: genocidio, crimenes de guerra 
y crímenes de lesa humanidad (tales como la desaparición fonada de personas, la tortura y las violaciones graves o sistemáticas 
de los derechos humanos); y permiten su persecución y juzgamienlo por la nueva jurisdicción penal internacional cuando la respec· 
tiva jurisdicción penal nacional no quiera o no pueda cUrT1'lir esta función", 

139. la recomendación agrega que "esta evolución normativa ha perm~ido que se consolide aún más la jurisdicción universal. en 
virtud de la cual cualquier Estado tiene autoridad para perseguir, procesar y sancionar a quienes aparezcan como responsables de 
dichos crrmenes internacionales, aún aquellos cometidos fuera de su jurisdicción territorial o que no guarden relación con la 
nacionalidad del acusado o de las victimas, puesto que tales crlmenes afectan a la humanidad entera y quebrantan el orden públi. 
ca de la comunidad mundial. 

140. Finalmente, la Recomendación concluye que "como órgano principal del sistema interamericano, la CIDH tiene la misión de 
promover la observancia y la defensa de los derechos humanos en el hemisferio, respecto de los paises miembros de la OEA. Por 
ello, considera que la consagración definitiva del principio de responsabilidad penal individual en el orden internacional y su com­
plemento, el principio de jurisdicción universal, contribuyen de maneta notable al fortalecimiento de los sistemas internacionales de 
protección de los derechos humanos y, lo que es más significativo aún. a la consolidación del imperio del derecho y de las libertades 
fundamentales de la persona humana en la comunidad mundiar. Por consiguiente, en ejercicio de las facultades previstas en el 
artículo 41(b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. en el artículo 18(b) de su Estatuto y en el articulo 63(f) de su 
Reglamento. la Comisión Interamericana de Derechos Humanos decidió: 

A. Recomendar a los Estados mier'Ñ!ros de la Organización de los Estados Americanos que adopten las medidas legislativas y de 
otra naturaleza que sean necesarias para invocar y ejercer la jurisdicción universallrente a los individuos en materia de genocidio, 
crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra. 

B. Recomendar a los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos que no 10 han hecho aún que suscriban y 
ratifiquen el Estatuto de la Corte Penal Internacional, aprobado por la Conferencia Diplomática de Roma el17 de julio de 1998. 

141. Puesto que la Corte Suprema de Justicia de Chile optó por no administrar justicia en el caso de Carmelo Soria al aplicar la ley 
de amnistía y cOrT1'rometió la responsabilidad internacional del Estado al dejar el crimen en la impunidad, la Comisión considera 
que en cuanto concierne a la responsabilidad penal individual de los acusados por la ejecución extrajudicial del funcionario de la 
CEPAL, resulta plenamente aplicable la jurisdicción universal en los términos de su Recomendación de 8 de dicierTtlre pasado. 

142. Asimismo hay que tener presente que la Corte Interamericana. en su interpretación del artículo 1(1) de la Convención 
Americana. referente al deber de garantizar la protección establecida en dicha norma, declaró en el Caso Velásquez Rodríguez que 
el Estado lenia la obligación de evitar, investigar. sancionar y reparar los derechos violados de la siguiente manera: 

Esta obligación implica el deber de los Estados Partes de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estruc· 
turas a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de maneta tal que sean capaces de asegurar jurídicamente 
el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como consecuencia de esta obligación, los Estados deben prevenir, investigar 
y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar además, el restablecimiento, si es posible. del 
derecho conculcado y. en su caso. la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos humanos.(59) 

143. Asimismo la Corte. en el Caso Castillo Paez, aclaró la obligación del Estado de investigar y sancionar los hechos en los sigu· 
ientes términos: 

En relación con las violaciones mencionadas de la Convención Americana, la Corte considera que el Estado peruano está obligado 
a investigar los hechos que las causaron. Además, en la hipótesis de que dificu~ades internas puedan impedir la identif icación de 
los responsables de delitos de este tipo, los familiares de la víctima tienen no obstante el derecho a saber qué ocurrió con la vícti­
ma y, de ser el caso. dónde descansan sus restos. Por lo tanto, incur'Ñ!e af Estado utilizar todos los medios a su disposición para 
satisfacer estas expectativas razonables. Aparte de esta obligación de investigar, también existe la obligación de ev~ar las desapari­
ciones forzadas y sancionar a los responsables de las mismas. Estas obligaciones del Perú seguirán pendientes hasta que se haya 
dado pleno cumplimiento a las mismas,{60) 

144. En el mismo Caso Castillo Paez. los familiares de la víctima solicitaron a la Corte que instara al Estado a eliminar los obstácu· 
los legales que impedían una investigación de los hechos y la eventual sanción de los responsables. la Corte, en la etapa de repara­
ciones del caso, determinó que la ley de amnistía constituía un obstáculo a la investigación de los hechos y al acceso a la justicia, 



lo que impedra que las familiares de la victima conocieran la verdad y recibieran la reparación correspondiente .(61) El articulo 25 
de la Convención Americana, conjuntamente con el articulo 1 (1), según la Corte, obliga al Estado a garantizar a todas las personas 
el derecho a un recurso sencillo y rapido para que los responsables de las violaciones de los derechos humanos puedan ser proce­
sados y puedan obtenerse reparaciones por los daños sufridos.(62) El articulo 25 se relaciona directamente con el artículo 8(1) de 
la Convención, que establece el derecho de toda persona a una audiencia con las debidas garantías y dentro de un plazo razon­
able. por un tribunal competente. independiente e irTl'arcial, previamente establecido por ley, para la determinación de sus dere­
chos. En consecuencia, la Corte determinó que el Estado tenia la obligación de investigar las violaciones de los derechos humanos, 
procesar a los responsables y evitar la impunidad.(63) lo que en el contexto de estos hechos significa que el Estado tiene la 
obligación de derogar la ley de amnislia.(64) 

145. la jurisdicción universal aplicable al presente caso en favor de Carmelo Soria se encuentra fundada en las disposiciones de 
los artículos " 2 Y 3 de la Convención sobre Prevención y Castigo de Del~os contra Personas Internacionalmente Protegidas 
Inclusive los Agentes Diplomáticos, donde se establece los siguiente: 

146. En cuanto a las personas sujetas a protección internacional, el tratado establec~ en su articulo primero Jo siguiente: 

Para los efectos de la presente Convención: 

1. Se entiende por "persona internacionalmente protegida": 

b) Cualquier representante, funcionario o personalidad oficial de un Estado o cualquier funcionario. personalidad oficial u otro agente 
de una organización intergubernamental que, en el momento yen el lugar en que se cometa un delito contra el. sus locales oficiales. 
su residencia particular o sus medios de transporte. tenga derecho. conforme al derecho internacional. a una protección especial 
contra todo atentado a su persona. libertad o dignidad. así como a los miembros de su familia que formen parte de su casa: 

2. Se entiende por "presunto culpable" la persona respecto de quien existan suficientes elementos de prueba para determinar prima 
lacie que ha cometido o participado en uno o más de los delitos previstos en el artículo 20. 

En cuanto a los hechos que dan lugar a protección internacional, el mismo tratado en su artículo 2 establece lo siguiente: 

1. Serán calificados por cada Estado Parte como del~os en su legislación interna, cuando se realicen intencionalmente: 

a) la comisión de un homicidio. secuestro u otro atentado contra la integridad lisica o la libertad de una persona internacionalmente 
protegida. 

b) l a comisión de un atentado violento contra los locales oficiales. la residencia particular o los medios de transporte de una per­
sona internacionalmente protegida que pueda poner en peligro su integridad lisica o su libertad; 

c l la amenaza de cometer tal atentado; 

dl la tentativa de cometer tal atentado. y 

el la complicidad en tal atentado. 

2. Cada Estado parte hará que esos del~os sean castigados con penas adecuadas que tengan en cuenta el carácter grave de los 
mismos. 

3. los dos párrafos que anteceden no afectan en forma alguna las obligaciones que tienen los Estados Partes. en virtud del dere­
cho internacional. de adoptar todas las medidas adecuadas para prevenir otros atentados contra la persona. libertad o dignidad de 
una persona internacionalmente protegida. 

En cuanto a la jurisdicción que se establece para investigar y sancionar tales delitos. el c~ado Convenio establece en su aniculo :3 
lo siguiente: 

1. Cada Estado parte dispondra lo que sea necesario para inst~uir su jurisdicción sobre los delitos previstos en el párrafo 1 del articu­
lo 20 en los siguientes casos: 

al Cuando el delito se haya cometido en el territorio de ese Estado o a bordo de un buque o aeronave matriculado en ese Estado; 

b) Cuando el presunto culpable sea nacional de ese Estado; 

el Cuando el defito se haya cometido contra una persona internacionalmente protegida. según se define en el artículo 10. que dis-



frute de esa condición en virtud de las funciones que ejerza en norrore de dicho Estado. 

2. Así mismo, cada Estado Parte dispondrá lo que sea necesario para instituir su jurisdicción sobre esos delitos en el caso de que 
el presunto culpable se encuentre en su territorio y de que dicho Estado no conceda su extradición conforme al articulo 80 a ninguno 
de los Estados mencionados en el párrafo 1 del presente articulo. 

3. La presente Convención no excluirá ninguna jurisdicción penal ejercida de conformidad con la legislación nacional. 

147. En caso de no lograrse debida atención al reclamo de investigación y sanción, la Convención sobre Prevención y Castigo de 
Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas Inclusive los Agentes Diplomáticos, conterTllla en el inciso 3 de su artículo 
3 que en tales casos no quedará excluida "ninguna jurisdicción penar, cualquiera que sea el lugar donde los responsables sean ubi­
cados, sierTllre y cuando ella sea "ejercida de conformidad con la legislación nacionar. 

148. El principio de la jurisdicción universal consiste en que cualquier Estado liene autoridad judicial para perseguir, procesar y cas­
tigar a los individuos que aparezcan como responsables de crimenes internacionales o crímenes contra el derecho internacional. 
aún de aquellos cometidos fuera de su jurisdicción lenitorial o que no guarden relación con la nacionalidad de los acusados o de 
las víctimas, puesto que lales delitos ofenden a la humanidad enlara y desquician el orden público de la comunidad mundial(65). En 
efecto, estos crímenes internacionales o crímenes contra el derecho internacional, son en su mayoría parte del ius cogens, y han 
venido siendo codificados o reconocidos en los instrumentos convencionales. Estos crímenes están caracterizados por el hecho de 
que su comisión no puede ocurrir sin la actuación, acción, tolerancia o asentimiento del Estado. Esta definición incluye al menos 
veinticinco categorlas de violaciones internacionales, entre las cuales se incluyen los crímenes en conlra de los funcionarios de la 
Organización de la Naciones Unidas, con base expresa en la Convención especial aquí citada y analizada(66). 

149. En el presente caso el Estado chileno. en virtud de las normas pertinentes del c~ado tratado se encontraba en la obligación de 
investigar y sancionar a los autores (agentes estatales) responsables de los crimenes de desaparición forzada, tortura y ejecución 
sumaria de Carmelo Soria. Al no proceder de esta manera, el Estado chileno no sólo violó sus obligaciones internacionales asumi­
das en el relerido tratado, sino que además habilitó la entrada en funcionamiento de la jurisdicción universal para dicho propósito. 
Se trata en consecuencia de un típico supuesto de crimen internacional de lesa humanidad, donde el Estado si no quiere o no puede 
cumplir con su obligación de sancionar a los responsables debe en consecuencia aceptar la habil~ación de la jurisdicción universal 
para tales fines. 

150. En consecuencia. en el presente caso el Estado chileno violó sus obligaciones internacionales bajo los artículo 1, 2 Y 3 de la 
Convención sobre Prevención y Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas. por lo cual el Estado chileno 
está obligado en el presente caso, bajo la relerida Convención, a aceptar la jurisdicción universal a f in del logro del objetivo de inves­
tigar y sancionar a los agentes estatales responsables de la detención ilegal, tortura y ejecución sumaria de Carmelo Soria. 

V. ACTUACIONES POSTERIORES Al INFORME 79199 

151. El 5 de mayo de 1999, en el curso de su 1039 periodo de sesiones realizado entre el 29 de abril y 9 de mayo de 1999, la 
Comisión adoptó el Informe 79J99 sobre el presente caso, con base en el artículo 50 de la Convención Americana y 10 transmitió al 
Estado chileno con las recomendaciones pertinentes, concediéndole el plazo de dos meses a partir de la fecha de su remisión, para 
que informara sobre el cumplimiento de las mismas. El Estado chileno no dio respuesta a la Comisión, dentro del lapso indicado en 
el Informe 79/99 de 5 de mayo de 1999, ni ta~oco solic~ó prórroga con este fin. Vencido el plazo otorgado por la Comisión para 
enviar su respuesta el Estado chileno finalmente remit ió sus observaciones el 29 de septiembre de 1999. la Comisión lamenta la 
fa~a de respuesta al informe dentro del plazo indicado. lo cual podría haber llevado a reiterar sus conclusiones y recomendaciones 
sin tener a la vista la información requerida. No obstante, en virtud de la información suministrada por el Estado, la Comisión pasa 
a referirse a ella a continuación. 

152. El Estado ch ileno sostiene en su nota de respuesta lo siguiente: Que valora los esfuerzos de la Comisión para alcanzar una 
solución amistosa, pero dada la naturaleza de las denuncia y los aspectos involucrados no ha sido posible aun arribar a un resu~a · 

do satisfactorio para las partes que ponga término a esta controversia; que ha tenido dificultades para el cumplimiento de las 
recomendaciones del inlorme de la Comisión en el Informe pero que parcialmente se han adoptado las señaladas recomendaciones: 
que la Corte Suprema determinó que en derecho no correspondía dar al señor Soria el arTllaro jurídico del Convenio sobre 
Prevención y Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, decisión que no puede ser írTllugnada por ningu­
na otra autoridad del Estado, sin contravenir gravemente la Constitución y el propio Pacto de San José. 

Que no es posible recomendar al Estado de Chile que transfiera a un tr ibunal internacional con jurisdicción universal el litigio sobre 
la inmunidad del Sr. Soria. toda vez que no está asf establecido en la Convención citada ni existe un tribunal que tenga facultades 
reconocidas por el Estado, para lal electo.; que la responsabilidad penal de los autores de la muerte de Carmelo Soría está deter· 



minada judicialmente y consta en el proceso que tuvo a la vista la Corte Suprema y en consecuencia, el Estado chileno ha cumpli­
do la recomendación relativa a la determinación de la responsabilidad penal en este caso_ 

Que la adecuación del derecho interno chileno a las normas de la Convención Americana es un objetivo cenlral de la politica del 
Gobierno_ Pero que la derogación o modificación del decreto ley 2. t91 de 1978, tiene aspectos juridicos complejos; que reciente­
mente la Corte Suprema, con ocasión de otro importante caso de violaciones a los derechos humanos, ha interpretado la norma del 
decreto ley 2.191 en el sentido de que no es posible aplicar la amnistía en aquellos casos de detenidos-desaparecidos, por ser con­
siderados delitos en ejecución o permanentes, y en caso de aparecer los cuerpos de las víctimas será necesario determinar la data 
de la muerte para determinar si procede la aplicación de la norma exculpatoria, avanzando en el cumplimiento de la recomendación 
específica de la Comisión en este sentido; que esta jurisprudencia contiene la reciente interpretación del decreto ley de amnistía y 
demuestra la forma como la Corte Suprema se encuentra adecuando sus resoluciones a las normas internacionales de derechos 
humanos vigentes en el pars. 

Que el Estado ha reconocido oficialmente que la muerte de don Carmelo Soria Espinoza fue consecuencia de la acción de agentes 
del Estado y una grave violación a los derechos humanos; que tal reconocimiento se encuentra en el Informe de la Comisión 
Nacional de Verdad y Reconciliación y que, como consecuencia de dicho reconocimiento, la familia del señor Soria es beneficiaria 
de las medidas de reparación establecidas; que adern.ils, el Gobierno chileno ha ofrecido una reparación adicional a favor de la famil­
ia de Carmelo Soria, la cual fue rechazada por la propia familia, consistente en: una declaración publica reconociendo la respons­
abilidad del Estado, por la acción de sus agentes; levantar una obra recordatoria de la memoria en un lugar de Santiago designado 
por su familia; y donar una suma importante de dinero para una fundación que llevará su nombre con el objeto de promover el 
respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales. 

153. En su nota de respuesta el Estado de Chile adm~e que no le ha sido posible dar pleno cumplimiento a las recomendaciones 
de la Comisión ni tampoco arribar a un resultado satisfactorio tendiente a encontrar un entendimiento con los peticionarios para 
lograr una solución amistosa en el presente caso. Asimismo, la Comisión toma nota y valora los esfuerzos hechos por el Estado 
chileno para proponer medidas indemnizatorias a los lamiliares de Carmelo Soria No obstante ello, los familiares de Carmelo Soria 
han expresado ante esta Comisión en reiteradas oportunidades, que para ellos la primera reparación sustancial y esencial consiste 
en el cese de la impunidad de los autores materiales e intelectuales de los delitos cometidos por agentes estatales en su contra, y 
que no están dispuestos a recibir indemnizaciones a carrbio o sin que se garantice el castigo efectivo de los responsables. Ello coin­
cide con la jurisprudencia expresada en el presente informe por la Comisión, en el sentido de que frente a las violaciones de dere­
chos humanos los Estados deben asumir las medidas reparatorias, que incluyen el castigo efectivo a los responsables, por lo que 
cualqu ier medida legislativa que lo pretenda impedir, como es el caso de una ley de amnistía, resu lta contraria a la Convención. En 
consideración a ello, resulta claro que el Estado chileno no ha adoptado las medidas necesarias para cumplir con a las recomen­
daciones del Informe No. 78/99. La Comisión recuerda lo que ha establecido la Corte Interamericana en relación a la obligación de 
los Estados de dar cumplimiento a sus recomendaciones: 

En virtud del principio de buena fe consagrado en el mismo artículo 31(1) de la Convención de Viena, si un Estado suscribe y rati­
fica un tratado internacional, especialmente si se trata de derechos humanos, como es el caso de la Convención Americana, tiene 
la obligación de realizar sus mejores esfuerzos para aplicar las recomendaciones de un órgano de protección como ta Comisión 
Interamericana que es, adern.ils, uno de los órganos principales de la Organización de los Estados Americanos, que tiene como fun­
ción ·promover la obselVancia y la defensa de los derechos humanos· en el hemisferio·.(67) 

VI . CONCLUSIONES 

154. la Comisión, por la razones que anteceden, reitera las conclusiones adoptadas en su Informe 79/99 en el sentido que el Estado 
chileno ha violado, respecto a Carmelo Soria Espinoza, como lo establece la propia Corte Suprema de Justicia de Chile en su sen­
tencia de 23 de agosto de 1996, el derecho a la libertad personal, el derecho a la vida y el derecho a la integridad personal con­
sagrados en el art iculo 1 de la Oeclaración Americana de los Derechos y Deberes del Horrbre. 

155. La Comisión reitera asimismo sus conclusiones contenidas en el citado Informe 79/99, en el sentido que las decisiones judi­
ciales de sobreseimiento definitivo dictadas en las causas criminales abiertas por la detención, desaparición forzada, tortura y eje­
cución extrajudicial de Carmelo Soria Espinoza, en cuyo nombre se inició este caso, no sólo agravan la situación de il"ll'unidad, sino 
que, en definitiva, violan el derecho a la justicia que asiste a los familiares de las victimas para identificar a los autores de dichos 
delitos, establecer responsabilidades y sanciones correspondientes, y obtener reparación judicial. 

156. La Comisión ratifica también que en el presente caso el Estado chileno ha violado los derechos consagrados en los artículos 
8 y 25 en concordancia con los articulos 1(1) Y 2 de [a Convención Americana. 

157. La Comisión re~era asimismo que el Decreto Ley No. 2.191 de autoamnist ia, dictado en el año 1978 por el pasado régimen 



militar de Chile, es incompatible con los artículos 1, 2, 8 Y 25 de la Convención Americana, rat ificada por ese Estado el 21 de agos­
to de 1990. 

158. la Comisión rat ifica igualmente que el Estado chileno ha violado sus obligaciones internacionales conforme a lo dispuesto en 
los artículos 1 (1) Y 2 de la Convención Americana a través de la sentencia de la Corte Suprema de Chile de 23 de agosto de 1996 
y su confirmación de 28 de septierrbre del mismo año, que declaran constitucional y de aplicación obligatoria por el Poder Judicial 
el citado Decreto ley No. 2191. cuando ya había entrado en vigor para Chile la relerida Convención Americana. 

159. la Comisión rat ifica ademas que el Estado chileno no ha dado cumplimiento a las normas contenidas en el artículo 2 de la 
Convención Americana, puesto que no ha adaptado su legislación interna sobre amnistía a las disposiciones de dicha Convención. 

160. la Comisión reitera asimismo que el Estado chileno ha violado sus obligaciones internacionales derivadas de las normas con­
tenidas en el Convenio sobre Prevención y Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas al haber aplicado el 
Decreto ley 2.191 de amnistía en virtud de que sus órganos competentes de administración de justicia no han observado dichas 
obligaciones internacionales al haber decidido la Corte Suprema de Chile, en sentel)Cia de 23 de agosto de 1996, la aplicación de 
dicho Decreto ley. Por tanto, el Estado chileno ha violado dicho Convenio Internacional en su artículo 2Q

, párrafo 1 --como norma 
de derechos humanos--al no haber dado castigo a los delitos cometidos contra Carmelo Soria, persona internacionalmente protegi· 
da por dicho Convenio quien, de acuerdo con la constancia emitida por la CEPAl el 8 de septiembre de 1994 a solicitud de la 
Cancillería chilena, tenia la 'calidad de funcionario internacional superior permanente de las Naciones Unidas".(68) 

VII. RECOMENDACIONES 

Con base en el análisis y las conclusiones precedentes 

lA COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS REITERA Al ESTADO CHilENO lAS SIGUIENTES RECOMEN­
DACIONES 

1. Establecer las responsabilidades de las personas identificadas como culpables del asesinato de Carmelo Soria Espinoza medi­
ante un debido proceso judicial, a fin de que sean efectivamente sancionados los responsables y se garantice eficazmente a los 
familiares de la victima el derecho a la justicia consagrado en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. 

2. Dar cumplimiento a las disposiciones del Convenio sobre Prevención y Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente 
Protegidas, de modo que las violaciones de derechos humanos de los funcioflarios internacionales sujetos a protección interna­
cional, como el asesinato del señor Carmelo Soria Espinoza en su condición de funcionario de CEPAl, sean debidamente investi· 
gadas y los culpables efectivamente sancionados. En el caso que el Estado chileno considere que no puede cumplir con su 
obligación de sancionar a los responsables, debe en consecuencia aceptar la habilitación de la jurisdicción universal para tales fines. 

3. Adecuar su legislación interna a las disposiciones de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de manera que se deje 
sin efecto el Decreto ley No. 2.191 dictado en el año 1978, de modo que las violaciones de derechos humanos del gobierno militar 
de lacto contra Carmelo Soria Espinoza puedan ser investigadas y sancionadas. 

4. Adoptar las medidas necesarias para que los familiares de la víctima reciban una adecuada y oportuna reparación que compren­
da una plena satisfacción por las violaciones de los derechos humanos aquí establecidas, así como el pago de una justa indem­
nización compensatoria por los daños patrimoniales y extrapatrimoniales, incluyendo el daño moral. 

VIII. PUBLICACiÓN 

161 . El a de octubre de 1999 la Comisión transmitió el informe Ni j 1 0/99 --cuyo texto es el que antecede-- al Estado chileno y a los 
peticionarios, de conformidad con lo establecido en el artículo 51(2) de la Convención Americana: y otorgó al Estado el plazo de un 
mes para el cumplimiento de las recomendaciones precedentes. 

162. Conforme al ar1 ículo 51(2) citado, en este estado del procedimiento la Comisión se limitará a evaluar las medidas adoptadas 
por el Estado chileno para cutl'lplir las recomendaciones y remediar la situación examinada. El Estado de Chile no dio respuesta a 
la nota de la Comisión con respecto al indicado informe 110199 de 6 de octubre de 1999. 

163. la falta de respuesta del Estado chileno pone en evidencia que este no ha adoptado las medidas que le competen para cumplir 



con las recomendaciones contenidas en ellnlorme NV 110199 de la Comis ión y remediar la situación examinada. 

164. En virtud de las consideraciones que anteceden, y de lo dispuesto en los articulos 51 (3) de la Convención Americana y 48 del 
Reglamento de la Comisión, esta decide reiterar las conclusiones y recomendaciones contenidas, respectivamente. en los capitu­
los VI y VII supra: hacer público el presente informe; e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA. la CIDH, 
conforme a las disposiciones contenidas en los instrumentos que rigen su mandato, continuara evaluando las medidas adoptadas 
por el Estado chileno respecto a las recomendaciones mencionadas. hasta que estas hayan sido totalmente cumplidas por dicho 
Estado. 

165. la Comisión decide trasmitir el presente informe al Estado de Chile y a los peticionarios. 

Dado y lirmado por la Comis ión Interamericana de Derechos Humanos, en la ciudad de San José, Costa Rica, a los 19 días del mes 
de noviembre de 1999, (Firmado): Robert K, Goldman, Presidente; Hélio aleudo, Primer Vicepres idente: Carlos Ayala, Jean Joseph 
Exurné y Alvaro Tirado Mejia, Comisionados. 
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